
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

ALONSO DE ANTONIO, José Antonio: El
Estado Autonómico y el principio
de solidaridad como colaboración
legislativa, Publicaciones del Con-
greso de los Diputados, Madrid,
1986.

Nos encontramos ante un trabajo
eminentemente científico y de una
enorme utilidad práctica para la do-
cencia y para la práctica jurídica a
todos los niveles. Cometería un grave
error quien se limitara a añadir su
título a la ya, por suerte, extensa bi-
bliografía sobre la organización terri-
torial del Estado. El libro del profe-
sor ALONSO DE ANTONIO debe ser sin-
gularizado por el enorme esfuerzo
que hay detrás de sus páginas y por
los resultados de calidad jurídica, ma-
nifiestos en el tratamiento de las cues-
tiones.

El libro constituye la tesis doctoral
del autor, que recibió el Premio Ex-
traordinario de Doctorado correspon-
diente a 1983 en la Facultad de De-
recho de la Universidad Complutense.
Desde entonces, aquella redacción ha
sido pulida, hasta constituir los dos
volúmenes que ahora se publican ba-
jo los auspicios del Congreso de los
Diputados encauzados por los profe-
sores PECES-BARBA y SAINZ MORENO.

El esfuerzo, efectivamente, era in-
eludible, y no se ha obviado en ningún
sentido, puesto que el objeto del es-
tudio era dar razón del principio de
solidaridad en el marco del sistema
autonómico. Era necesaria, por tanto,

una gran capacidad de síntesis para
eludir la presentación de una teoría
general de la organización territorial
del Estado y, a la vez, capacidad ana-
lítica para ceñirse a uno de sus prin-
cipios constitucionales: el de solida-
ridad, que es innegablemente la clave
de bóveda de toda la construcción
autonómica. La respuesta científica al
desafío no desmerece ni al abordar
lo general ni al afrontar y sumergirse
en lo particular.

Una clave de esta importante obra
está innegablemente en su método,
cuestión vital para todo científico y
tantas veces relegada y malentendida.
Si el profesor ALONSO DE ANTONIO ha
podido acometer con éxito su empeño
es porque sus técnicas metodológicas
se lo han permitido con la comodidad
que presta el disponer de un instru-
mental adecuado. No sé si el autor
habrá tenido en cuenta las aportacio-
nes de ESSER y de la corriente doc-
trinal en que está inmerso, pero sus
aportaciones metodológicas casan per-
fectamente con el método de esta
obra.

Esto es, con carácter previo, el ca-
bal discernimiento de unos problemas
sociales y de su trascendencia. Des-
pués, la exposición de las grandes so-
luciones que la comunidad propone
a los problemas, susceptibles de ser
formuladas como principios jurídicos
con un enorme potencial normativo.
Finalmente, la exégesis de los grupos
normativos que articulan las institu-
ciones y que, gracias a este método.
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pueden ser profundamente compren-
didos en su operatividad técnica, por-
que se ha partido de sus primeras
causas.

Este es, pues, el camino seguido en
la obra: discernimiento de problemas,
análisis de principios, exégesis de nor-
mas. El problema de la representa-
ción, organización y articulación te-
rritorial de intereses sociales. Los
principios constitucionales de esa or-
ganización territorial: unidad, auto-
nomía y solidaridad. Y los grupos
normativos que articulan el principio
de solidaridad como colaboración le-
gislativa: la normativa constitucional
y autonómica definitoria de las con-
cretas potestades legislativas. El lec-
tor recorre este camino cómodamen-
te, al hilo de una larga exposición
que en ningún momento pierde ni cla-
ridad ni coherencia y, no está de más
decirlo, que se facilita por un estilo
literario ágil, pulido y meridiano.

I

Por lo que respecta a los problemas
analizados, el autor los explica ya des-
de la Introducción, quedando patente
su magnitud: la cuestión es encontrar
técnicas organizativas y funcionales
que armonicen en lo posible la ten-
sión entre lo general y lo particular,
entre los intereses estatales y los au-
tonómicos, entre la tensión centralis-
ta y la tensión disgregadora. El pro-
blema radica, pues, en la diversidad
de intereses existentes en toda socie-
dad compleja. Intereses que deben ser
representados, asumidos y gestiona-
dos por diferentes estructuras organi-
zativas en función de su peculiar al-
cance.

Como se ve, no se ha pasado por
alto el gran problema. Como ha es-
crito KAISER, «la cuestión constitu-
cional que el siglo xx nos plantea, la
ordenación de las relaciones del Es-
tado y de los intereses organizados,
es en el fondo de la misma la cues-
tión constitucional del siglo xix: la
relación de Estado y Sociedad».

El autor era consciente de que de-
bía partir de aquí, en el aspecto que
le atañía, y ha asumido el reto con
la ayuda de aportaciones clásicas que
prestan a su exposición altura y ele-
gancia.

II

Nuestro sistema constitucional pre-
tende afrontar estos problemas cana-
lizando las tensiones sociales y apo-
yándose en los principios que expo-
nen las grandes concepciones sobre
la organización territorial del Estado:
la unidad de la nación, la autonomía
de los diferentes niveles organizati-
vos; y la solidaridad, principio promo-
tor de la cooperación, que equilibra
las tensiones entre los dos principios
anteriores.

Es aquí donde el autor centra el
objetivo de su análisis de forma cer-
tera y encontrando un hilo conductor
que va a dar sentido a las dos partes
de su obra: una general, que expone
una teoría general de la organización
territorial del Estado; otra especial,
donde se proyecta el aspecto crucial
de la anterior: la exposición del jue-
go del principio de solidaridad como
colaboración legislativa. El gran acier-
to está en haber discernido cuál era
el punto exacto de equilibrio sobre el
que apoyar una densa y prolongada
construcción científica.

La mejor síntesis de la concepción
del principio de solidaridad que ex-
pone el autor podría hacerse entre-
sacando algunas citas:

«La clave del sistema autonómico
español, concebido como régimen
cooperativo, puede encontrarse en
el principio constitucional de soli-
daridad, que constituye el punto
de equilibrio entre los otros dos
principios constitucionales de la
organización territorial, la unidad
y la autonomía... Evidentemente,
la estructura de todo Estado terri-
torialmente descentralizado lleva
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implícita una tensión permanente
entre la unidad del conjunto y la
pluralidad de entes que lo inte-
gran... esa función de nexo, de en-
samblaje, ha de desempeñar el
principio de solidaridad... porque
la solidaridad es una exigencia ge-
neral de compartir tareas que as-
piran a lograr un objetivo común
en cualquier faceta de la vida co-
lectiva.»

Sobre esta base, el autor va a pro-
yectar su exposición sobre la natura-
leza de la organización territorial del
Estado y los principios que la ani-
man, centrándose después en el as-
pecto de la cooperación legislativa.

III

El plan de la obra responde al car-
tesianismo que nos es tan familiar a
los europeos y en el que, en definiti-
va, nos encontramos a gusto. Lo cual
no hace, repito, que se pierda en nin-
gún momento el enfoque problemáti-
co ni que se caiga para nada en la
mera ingeniería jurídica.

Como decía, la obra se estructura
en una densa y brillante parte gene-
ral que se propone exponer una teo-
ría general sobre la organización te-
rritorial del Estado.

Esta parte se construye inicialmen-
te mediante dos aproximaciones im-
prescindibles y que están en la obra
muy bien documentadas: la del De-
recho comparado y la de nuestros an-
tecedentes históricos que explican las
peculiaridades evolutivas. Después se
abordarán ya las características del
modelo de Estado, centradas en la
exposición del contenido de los prin-
cipios constitucionales; su síntesis en
una naturaleza jurídica que forzosa-
mente remite a una cierta indefini-
ción por el momento; y la proyección
dinámica del sistema autonómico me-
diante la exposición del juego jurídi-
co de los Estatutos y del desarrollo

jurisprudencial y convencional del sis-
tema.

La parte especial afronta el análi-
sis del principio de solidaridad como
colaboración legislativa. Esta parte se
estructura en tres grandes apartados.
En el primero se analiza el sentido
del principio de solidaridad: en cuan-
to participación, como cooperación
funcional, y en cuanto criterio para
límites garantes de los intereses supe-
riores. El segundo analiza las potes-
tades legislativas en el marco del sis-
tema de distribución de competen-
cias: criterios de distribución y natu-
raleza de las potestades. Finalmente,
en el tercer apartado se afronta el
estudio de la distribución de compe-
tencias legislativas como técnica ga-
rantizadora de solidaridad: las com-
petencias legislativas compartidas y
concurrentes y los principios técnicos
para su articulación; los supuestos de
colaboración legislativa derivados de
actos de voluntad posteriores a los
Estatutos, en concreto, las dinámicas
del artículo 150 de la Constitución;
y, finalmente, los límites de actuación
de las Comunidades Autónomas.

IV

En conclusión, nos hallamos ante
una obra que contiene aportaciones
que se harán imprescindibles para la
mejor comprensión no sólo científica,
sino también operativa, del sistema
autonómico. Por citar sólo las más
evidentes: el análisis del principio de
solidaridad en nuestro sistema cons-
titucional, de los criterios de distri-
bución de competencias y de la natu-
raleza y alcance de las potestades
legislativas. Además es necesario elo-
giar el intento de construir una teo-
ría general de la organización terri-
torial en la que se hace gala de una
extraordinaria capacidad de síntesis
de las aportaciones anteriores y de
fino análisis de los aspectos más pro-
blemáticos.

Hay que constatar que es constan-
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te, a lo largo de la obra, la presencia
del magisterio del profesor SÁNCHEZ
AGESTA, director de la tesis doctoral
y redactor del prólogo del libro, y que
se hace vivo y perdurable en esta
obra que es merecedora de añadirse
a las numerosas de su tradición cien-
tífica, prolongada en la de este discí-
pulo suyo.

Finalmente, quizás el mejor elogio
sea reconocer que el autor ha con-
tribuido positivamente al cumplimien-
to del deseo que expresa en su nota
previa: «hoy se ofrece a los españo-
les y a los pueblos de España la opor-
tunidad histórica de construir un sis-
tema de convivencia que supere una
tradición secular de enfrentamientos
y discordias civiles. Para que el em-
peño no acabe siendo sólo una frus-
tración de lo que pudo ser no basta
una dosis ilimitada de buena volun-
tad. Es preciso, además, una articula-
ción técnica rigurosa que permita una
construcción eficaz y fecunda. Este
libro intenta, modesta, pero decidida-
mente, ofrecer instrumentos técnicos
a la esperanza». Y los ofrece.

Juan DE LA CRUZ FERRER

ARIÑO ORTIZ, Gaspar, y SALA ARQUER,
José Manuel: La Bolsa española:
marco inconstitucional, Ed. Centro
de Documentación Bancaria y Bur-
sátil, Madrid, 1987.

Se ha dicho hace pocos años y por
pluma de toda autoridad que el sis-
tema financiero español constituía un
sector aún no colonizado por el De-
recho, en afirmación que no preten-
dia ser y no era sino pura constata-
ción de la realidad, y que, además,
valía tanto en lo que hace al dato de
que los operadores jurídicos públicos
actuaban al margen de toda preocu-
pación de cobertura jurídica como en
cuanto tiene que ver con el escasa

interés que dicho sector había veni-
do despertando en la doctrina iusad-
ministrativa. No obstante, hora es de
felicitarse de que las cosas estén em-
pezando a cambiar; la aprobación de
la Constitución y la crisis económica,
de la que ahora parece que apenas
estamos empezando a salir, han obli-
gado a volver la mirada sobre estos
mundos y a que la transparencia que
de ellos se predica y exige en lo eco-
nómico lo sea también en lo jurídico.

El libro que recensionamos se en-
cuadra, así, en el Derecho Público
de la Economía, y dentro de él en el
Derecho Público del Sistema Finan-
ciero, ámbitos del Derecho Público en
los que, como se acaba de decir, le-
gislador y doctrina han andado casi al
par en lo que hace a desidia. Con el
estímulo que supone la existencia de
una publicación periódica, la cada vez
más respetada «Revista de Derecho
Bancario y Bursátil» (el Derecho Ad-
ministrativo español de la segunda
mitad de siglo no hubiese sido el mis-
mo, evidentemente, sin la «RAP»), y
hermano en el tiempo de otros dos
trabajos generales [J. M. MARTÍN
OVIEDO, Ordenación legal del sistema
financiero español, Ed. Cívitas, Ma-
drid, 1987; S. MARTÍN-RETORTILLO BA-
OUER (Director), Estudios de Derecho
Público Bancario], aparece ahora esta
nueva obra de los profesores ARIÑO
y SALA, dedicada a la Bolsa en cuanto
mercado de capitales organizado.

El libro colma, así, una clamorosa
laguna del Derecho Administrativo es-
pañol. Y, además —y éste es, quizá,
uno de sus principales méritos—, el
hecho de que se trate de un tema de
moda en ningún momento lleva a los
autores a rebajar un ápice el rigor
de su estudio ni a completarlo o, mu-
cho menos, sustituirlo con las vulga-
rizaciones periodísticas al uso. Nos
encontramos, dicho sea de una vez,
ante un soberbio trabajo que desbro-
za un material hasta ahora inexplora-
do, y lo hace, según lo dicho, «a cuer-
po», sin apenas apoyo doctrinal ni
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normativo. Es, en fin, un profundo
estudio de Derecho Público de la Eco-
nomía sobre una institución que la
Constitución ni siquiera se dignó men-
cionar, y que ARIÑO y SALA analizan
en dos partes. La primera, «La Bolsa
y el Estado», versa sobre la natura-
leza jurídica de la Bolsa y la inter-
vención en ella de los poderes públi-
cos. La segunda, «La integración del
sistema de valores y el sistema auto-
nómico», estudia cuáles de ellos —el
Estado o las Comunidades Autóno-
mas— son los competentes para ope-
rar dicha intervención. Y, en último
lugar, nos encontramos con treinta y
tres «Conclusiones y recomendacio-
nes» sintetizadoras que se mueven en
el mismo tono, a veces descriptivo y
a veces prospectivo, que es propio de
toda la obra. Pero veamos con algo
más de detalle su contenido:

La Primera Parte (págs. 23-83) par-
te de la protección al inversor como
fundamento de la intervención públi-
ca en la Bolsa y expone luego algu-
nos datos de la realidad actual en
los que el Derecho debe parar mien-
tes (introducción de sistemas tecno-
lógicos en la contratación, internacio-
nalización del comercio de valores,
tendencia a las «firmas» de media-
ción en detrimento de los agentes
individuales, desdibujamiento de la
línea divisoria entre mercados orga-
nizados y no organizados), para con-
cluir analizando la naturaleza jurídica
de las Bolsas y derivando su no con-
dición de organismo del Estado. Avi-
zorando el futuro de nuestro mercado
de capitales desde esos presupuestos,
los autores resaltan que la «desregu-
lación», allí donde ya se ha produci-
do, no ha supuesto un menor control
estatal, si bien propugna para España
una intervención realizada por un ór-
gano externo, la Comisión Nacional
del Mercado de Valores, ejemplo de
«Administración neutral» situada al
margen de la línea político-burocrá-
tica.

La Segunda Parte (págs. 89-152) se-

ría, por sí sola, un excelente estudio
del modelo económico-territorial de
nuestra Constitución. De él merece,
sobre todo, destacarse la superación
de la exégesis literal de la Constitu-
ción y los Estatutos de Autonomía
y la sólida construcción interpretativa
que, sobre criterios institucionales, se
realiza.

En fin, nos hallamos ante un libro
oportuno (que no, desde luego, opor-
tunista) que abre una brecha que,
sin duda, será continuada enseguida
por otras obras. Nuestras Bolsas —y,
en general, nuestro sistema financie-
ro— han venido actuando durante mu-
cho tiempo haciendo, quizá, de la
distancia, o incluso de la opacidad,
una de sus características. Introducir
en ellas transparencia en lo jurídico,
y hacerlo además con rigor, es algo
que para siempre figurará en el Ha-
ber de la nueva y extraordinaria obra
de los profesores ARIÑO y SALA.

A. JIMÉNEZ-BLANCO Y CARRILLO
DE ALBORNOZ

ALVAREZ RICO, Manuel: Principios
constitucionales de las Administra-
ciones públicas, Ed. Instituto de Es-
tudios de Administración Local,
Madrid, 1986, 214 págs.

El autor, Manuel ALVAREZ RICO, vie-
ne dedicándose desde hace varios
años al estudio de la problemática,
ancha y diversa, que gira en torno a
la organización administrativa. Su
preocupación por el tema le ha con-
vertido en uno de los pocos autores
que, entre nosotros, centra preferen-
temente la atención sobre las vertien-
tes orgánicas y estructurales de las
Administraciones con el propósito de
avanzar por un campo que, en la doc-
trina científica española, ha estado
tradicionalmente abandonado debido
a nuestra conocida inclinación por vi-
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sión jurídica, formalista y legal de
las instituciones públicas.

El libro que ahora se comenta vie-
ne a ser como la síntesis del pensa-
miento de su autor sobre esta clase
de cuestiones, partiendo del trata-
miento constitucional que se da a las
mismas, sobre todo, en el artículo 103
de la Ley Fundamental. Lo dice AL-
VAREZ Rico en las líneas iniciales del
prólogo: «Este libro es, a la vez, fru-
to de largas reflexiones y resultado
de la experiencia profesional y do-
cente de su autor sobre los problemas
organizativos de las Administraciones
Públicas en España.» Al tiempo que
añade que no estamos ante una obra
definitivamente consumada, sino an-
te un libro que sólo abriga las pre-
tensiones de abrir brecha y de inaugu-
rar caminos hacia análisis más com-
pletos que deberán realizar otros au-
tores en el futuro.

ALVAREZ RICO sienta una afirmación
sobre la que se fundamenta su tra-
bajo: el acierto que ha supuesto el
que la Constitución de 1978 constitu-
cionalice un conjunto de principios
organizativos de nuestras Administra-
ciones Públicas. Y ello por tres razo-
nes muy oportunas y explícitas: pri-
mera, la trascendencia de los fenóme-
nos organizativos en las sociedades
modernas, tanto a nivel público como
privado; segunda, las secuelas, toda-
vía vivas, de la «vieja doctrina» sobre
los principios de organización a los
que no consideraba jurídicos, y, ter-
cera, la implantación en España del
Estado de las Autonomías con la
inexorable derivación de la atribución
de la potestad organizatoria a cada
una de las nuevas Comunidades Au-
tónomas emergidas sobre el mapa na-
cional.

Varios capítulos conforman y ver-
tebran el libro. De alguna forma, en
un intento de agrupación de materias,
mientras los capítulos I y II tienen
un sentido introductorio al referirse,
respectivamente, a la «polémica en
torno al valor y significado de los

principios de organización» y a «los
principios de organización en la Cons-
titución española de 1978», los capí-
tulos IV, V, VI y VII inciden suce-
sivamente sobre los principios de co-
ordinación, jerarquía y participación,
descentralización, desconcentración y
delegación de atribuciones. A su vez,
como capítulos de especial interés,
aparecen el III, que estudia «la po-
testad organizatoria de las Comuni-
dades Autónomas», y el VIII, que ana-
liza «el difícil control de los princi-
pios de organización». De este modo,
dentro de esta malla de ocho capítu-
los, ALVAREZ RICO sitúa su exposición
buscando siempre extraer las máxi-
mas posibilidades de la regulación
constitucional a fin de que los prin-
cipios que en ella se contienen no
se reduzcan a papel mojado, sin vir-
tualidad práctica alguna, y procuran-
do destacar la importancia de los fac-
tores organizativos en el seno de la
España autonómica diseñada a par-
tir de la Constitución ahora vigente.

A mi juicio, dentro del panorama
rico y complejo que el autor trata de
desbrozar, hay algunos aspectos que
merecen, por su actualidad o por su
relevancia doctrinal, ser oportuna-
mente resaltados aquí. Está, en pri-
mer término, cuanto afecta a la po-
testad organizatoria de las Comunida-
des Autónomas entendida «como uno
de los atributos fundamentales de la
verdadera autonomía en cuanto su-
peradora de la mera descentraliza-
ción administrativa»; deteniéndose el
autor en la descripción de dicha po-
testad y en sus principales manifesta-
ciones, con arreglo a lo que precep-
túan, tanto el texto constitucional co-
mo los Estatutos de Autonomía y las
leyes autonómicas de Gobierno y Ad-
ministración, sin olvidar las posicio-
nes del Tribunal Constitucional. En
segundo lugar, hay que mencionar el
principio de organización, que «muy
bien puede considerarse el asunto
más importante a resolver» en el se-
no de un Estado como el propuesto

432



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

en la Constitución del 78, y que AL-
VAREZ Rico, que ha abordado doctri-
nalmente la naturaleza y proyección
de este principio en trabajos anterio-
res, enfoca, de una parte, diferencian-
do la coordinación de conceptos limí-
trofes o afines y, de otra, valorando
los instrumentos previstos para que
la coordinación realmente se lleve a
efecto. Y, por último, como otro área
dotada de especial novedad e interés,
tenemos los mecanismos de control
de los principios de organización, ya
que, hasta la fecha, la doctrina no há
conseguido realizar «una reflexión su-
ficiente sobre los problemas que plan-
tea el control de la Administración
Pública desde una perspectiva glo-
bal»; y siendo así que el control se
torna «fundamental» para que los
principios de organización «no pasen
a ser declaraciones meramente retó-
ricas» y porque, además, «la propia
Constitución establece una serie de
principios materiales de organización
aplicables a todas las Administracio-
nes Públicas y que tienen una virtua- .
lidad jurídica innegable». No es de
sorprender que, tras estas afirmacio-
nes contundentes y firmes, ALVAREZ
RICO entienda que «la teoría del con-
trol, o el principio de control si se
quiere, es la última piedra, la cúspide
en el estudio y valorización de 'los
principios de organización en el área
de la Administración Pública».

El libro comentado supone, en mi
opinión, una aportación necesaria a la
doctrina española en cuanto concierne
a la parcela organizatoria de las Ad-
ministraciones Públicas. El autor se
adentra por una materia todavía mo-
vediza e insegura entre nosotros; de
ahí su mérito principal que compensa
con creces las limitaciones y la su-
perficialidad con que aborda alguno
de los temas. Toca, pues, a otros se-
guir la estela dejada por ALVAREZ RI-
CO para profundizar, perfeccionar y,
si llega el caso, superar sus plantea-
mientos, ya que, en el campo teórico
de las organizaciones públicas, todo

o casi todo está por hacer en Espa-
ña; y lo importante es extraer todas
las consecuencias y resultados que
posibilita la Constitución en orden a
conseguir una conformación de las
Administraciones Públicas en armonía
con los avances y demandas de nues-
tra sociedad.

V. M." GONZÁLEZ-HABA GUISADO

CHAPUS, Rene: Droit Administratif
General, vol. I (2.' ed.), Ed. Mont-
chrestien, París, 1986.

I

El panorama de los manuales de
Derecho administrativo francés ha es-
tado durante años dominado por las
obras de cuatro indiscutibles maes-
tros: Georges VEDEL, Jean RIVERO y
los ya fallecidos Marcel WALINE y An-
dré DE LAUBADERE. Todos ellos repre-
sentan actualmente la «vieja escuela»
del Derecho administrativo en Fran-
cia, y han mantenido al día sus ma-
nuales (el de DE LAUBADERE lleva nue-
ve ediciones, las más recientes a car-
go de sus colaboradores; el de VEDEL
otras nueve —si bien las tres últimas
tienen como coautor a su discípulo
Pierre DEVOLVÉ—, y el de RIVERO na-
da menos que once).

En los años setenta se unen a estos
cuatro manuales el de Charles DEB-
BASCH y el de Charles EISENMANN,
siendo este último una recopilación
de cursos de doctorado que abarca
toda la vida docente de su autor, en-
tre 1948 y 1973.

Por último, en 1985 se publica el
libro que nos ocupa, así como un vo-
lumen segundo dedicado a la parte
especial. El autor, Rene CHAPUS, pro-
fesor de la Universidad de Derecho,
Economía y Ciencias Sociales de Pa-
rís (Universidad de París II), era de
los pocos administrativistas de pres-
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tigio que no había escrito «su ma-
nual». Pero se da la circunstancia de
que, bien sea por este prestigio (no
en vano la opinión de este discípulo
de Marcel WALINE se enmarca dentro
de la doctrina más «moderna»), bien
por el interés con que era esperado
el libro, este Droit Administratif Gé-
néral ha conocido, en octubre de 1986,
una segunda edición. Dado el escaso
tiempo transcurrido, las diferencias
entre ambas ediciones se reducen a
un addendum que recoge escuetamen-
te las disposiciones de la Ley 86/1026,
de 9 de septiembre, relativa a las con-
diciones de entrada y estancia de los
extranjeros en Francia, Ley que sus-
citó acaloradas discusiones, tanto so-
bre su oportunidad política como so-
bre su aspecto puramente jurídico,
así como las de la no menos discuti-
da Ley 86/1067, de 30 de septiembre,
sobre libertades de comunicación au-
diovisual.

De manera que cabe afirmar que
es éste un manual de éxito: qué otra
cosa puede afirmarse de una obra
cuya segunda edición ve la luz ape-
nas quince meses después de la prime-
ra, y sin grandes modificaciones del
Derecho positivo entre ambas (puesto
que la primera recogía ya las leyes
de descentralización de 1982, 1983 y
1984, y sus decretos de aplicación,
con especial referencia al 82/389, de
10 de mayo, relativo al representante
del poder central en los departamen-
tos y las regiones: el Commissaire de
la République, sustituto del Prefecto).

Antes de exponer el contenido y
las características de este recién lle-
gado al grupo de los manuales de De-
recho administrativo, creo necesario
recalcar que se trata de un libro de
texto y no de una obra monográfica,
y que, por lo tanto, se propone abar-
car una materia muy extensa, como
es la llamada parte general de Dere-
cho administrativo, pero, al mismo
tiempo, estrechamente delimitada por
los planes de estudios. De modo que
la valoración final que del manual se

haga deberá tener en cuenta la fun-
ción y el objetivo que se pretenden
cumplir (se trataría más bien de un
libro de aprendizaje y de punto de
partida que de una obra de profun-
dización).

Hecha esta pequeña aclaración pre-
liminar, paso a exponer, en primer
lugar, el contenido de la obra; a con-
tinuación, algunas de sus caracterís-
ticas, y, por último, una serie de valo-
raciones sobre este nuevo Droit Ad-
ministratif General de Rene CHAPUS.

II

Por lo que al contenido se refiere,
el libro comprende toda la parte ge-
neral del Derecho administrativo; ello
no merece mayor comentario, salvo
recordar que, en Francia, la partición
parte general - parte especial no es
exactamente la misma que en nuestro
país: nosotros estudiamos en la par-
te general la expropiación, y los fran-
ceses, tal vez con mejor criterio, lo
hacen en la parte especial, y a la in-
versa, en España se deja para el se-
gundo curso el estudio del servicio
público, mientras que en Francia re-
presenta una parte sustancial del pri-
mero.

El libro de CHAPUS se compone de
una introducción y seis partes, que
son las siguientes:

— fuentes del Derecho administra-
tivo;

— la organización administrativa;
— la actividad administrativa;
— la justicia administrativa;
— el régimen de los actos adminis-

trativos;
— la responsabilidad del poder pú-

blico.

Destaca la introducción por su bre-
vedad: consta exactamente de 10 pá-
ginas, en las que trata de la defini-
ción y las características del Derecho
administrativo. Más adelante volveré
sobre ello, pero quede ya apuntado
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que es éste un manual muy poco teó-
rico y que no invita a la reflexión
sobre qué es y cómo se aplica el De-
recho administrativo.

Respecto de las fuentes, el autor
no se extiende en demasía sobre el
valor de la Constitución (en Francia
no ha habido necesidad de afirmar
y reafirmar su valor normativo), ni
sobre el problema, ya clásico, del ám-
bito limitado de la ley en beneficio
del domaine du réglement. En cam-
bio, recoge la más reciente jurispru-
dencia del Consejo Constitucional
acerca del recurso de inconstitucio-
nalidad contra leyes ya promulgadas
(decisión del 25 de enero de 1985 re-
ferente a la ley que establecía en
Nueva Caledonia el estado de emer-
gencia).

Dado el carácter jurisprudencial (o,
si se prefiere, no codificado) del De-
recho administrativo francés, los ma-
nuales dedican especial atención a la
jurisprudencia del Consejo de Estado
como fuente del Derecho; y en con-
creto a los principios generales del
Derecho que el Alto Tribunal extrae
de la legislación y la reglamentación.
En esta materia, el profesor CHAPUS
muestra con claridad y precisión que
domina el status quaestionis: no en
vano, en su monografía De la valeur
juridique des PGD et des autres re-
gles jurisprudentielles du droit admi-
nistratif, publicada en 1966, había es-
tudiado críticamente el problema y
acuñado la expresión infra-législative
et supra-décrétale para referirse al
valor que para la Administración tie-
nen los principios generales del De-
recho establecidos por el Consejo de
Estado.

La segunda parte del libro (la or-
ganización administrativa) está casi
íntegramente dedicada al estudio de
las diferentes personas jurídicas que
coexisten en la Administración o que
gravitan en torno a ella: Estado, en-
tidades descentralizadas (collectivités
territoriales: regiones, departamen-
tos y municipios) y Administración

institucional (Etabtissements Publics).
Pero lo que es realmente destacable
es el análisis sistemático de las dife-
rencias (o, tal vez mejor, de las simili-
tudes) entre las personas de Derecho
público y los organismos de Derecho
privado (págs. 103 a 133). Sobre esta
difícil cuestión llevan juristas y Tri-
bunales franceses discutiendo desde
la década de los treinta; de modo que
CHAPUS nos introduce en el problema
con una aproximación histórica, ci-
tando y analizando cada uno de los
arréts que iban surgiendo (págs. 112
a 116), para a continuación detenerse
en los criterios por los cuales reco-
nocer un établissement public. Y con-
cluye el autor: «De tout ce qui prece-
de, il resulte qu'ü n'y a pas de cri-
tére de Vétablissement public» (pá-
gina 131), frase que refleja bien a las
claras el estado de indefinición doc-
trinal, y sobre todo jurisprudencial,
en que se encuentra la cuestión.

En la tercera parte nos encontra-
mos, permítaseme la expresión, con
una especie de cajón de sastre divi-
dido en cuatro capítulos: los actos,
los servicios públicos, el poder regla-
mentario y la policía administrativa,
todo ello bajo el título de «La acti-
vidad administrativa». Bajo esta mis-
ma rúbrica, VEDEL incluye únicamente
el servicio público y la policía ad-
ministrativa, y reserva, tal vez con
mayor acierto, el estudio de los actos
y del poder reglamentario para un
lugar preponderante dentro de su ma-
nual.

«La justicia administrativa» es el
título de la cuarta parte del libro
(págs. 535 a 690), y CHAPUS muestra
ser un experto en materia contencio-
so-administrativa: en el año 1982 pu-
blica Droit du Contentieux Adminis-
tratif (Ed. Montchrestien, París, 1982),
obra premiada por la Academia de
Ciencias Morales y Políticas francesa
y de la que son una síntesis precisa
y clara los tres capítulos que forman
esta rúbrica. En ella destaca la teoría
según la cual propugna el autor, aun-
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que con matizaciones, la extensión de
la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa a todos los litigios que afec-
ten a la Administración y a la apli-
cación del Derecho administrativo
(en su acepción de Derecho de la Ad-
ministración). Asimismo, destaca, por
lo chocante que le resultará al lec-
tor, que el control judicial de los
vicios que puedan afectar a los actos,
y sobre todo de la discrecionalidad
de la Administración (control de pro-
porcionalidad, control del error ma-
nifiesto de apreciación), no se encuen-
tren bajo el título de la justicia ad-
ministrativa, sino bajo el del princi-
pio de legalidad.

Principio de legalidad que, junto a
los regímenes de los actos y de los
contratos, componen la quinta parte
del manual titulada «El régimen de
los actos administrativos». De nuevo
sorprende que los contratos se estu-
dien bajo tal encabezamiento, en la
medida en que los conceptos de con-
trato y de acto administrativo pare-
cen requerir tratamiento distinto e
individualizado; y, por otra parte, el
capítulo de los contratos (págs. 814
a 836) es algo confuso (tal vez el
único punto débil del libro en lo que
a claridad se refiere).

Por último, la parte dedicada a la
responsabilidad de la Administración
reúne las dos características habitua-
les en los manuales franceses: exten-
sión (el principio de responsabilidad
ocupa, junto al de legalidad, un lugar
privilegiado) y abundancia de juris-
prudencia (puesto que la materia es
absolutamente casuística, al no exis-
tir texto alguno que haya definido
el régimen general de la responsabi-
lidad pública).

De manera que es el de CHAPUS
un manual completo (no podía ser de
otra manera: un libro de texto debe
abarcar todas las materias tradicio-
nalmente explicadas en la parte ge-
neral). Destacan por su claridad y su
capacidad de síntesis los capítulos re-
feridos a los principios generales del

Derecho y, en mayor medida, a la
j urisdicción contencioso-administrati-
va, y, a la inversa, resaltan, por su
brevedad el primero y por su confu-
sión el segundo, los dedicados al po-
der reglamentario y a los contratos
administrativos. La estructura del li-
bro, como reflejo de la importancia
que otorga el autor a los diversos
problemas, puede sorprender al lector
español; en efecto, estará éste habi-
tuado a un tratamiento más extenso
del procedimiento, del principio de
legalidad y del poder reglamentario,
y no a una atención especial a la
responsabilidad, al reparto de com-
petencias entre las jurisdicciones ad-
ministrativa, civil y penal, o al ser-
vicio público. Y ello tiene una fácil
explicación: según las características
de su sistema jurídico-administrativo
(más o menos jurisprudencial, más o
menos influido por la escuela del ser-
vicio público, e t c . ) , los tratadistas
de cada país dedican mayor atención
a unas u otras cuestiones.

Una vez expuesto el contenido del
reciente y exitoso Droit Administratif
Genérale, enunciaré brevemente las
que a mi modo de ver son sus prin-
cipales características, para, por últi-
mo, y a partir de ellas, hacer algunas
valoraciones acerca de este nuevo
manual.

III

Lo primero que habría que decir es
que nos encontramos ante un libro
absolutamente puesto al día: recoge
los cambios legislativos de los últi-
mos años (en especial las distintas
leyes de descentralización), así como
la más reciente jurisprudencia. Esto
último se observa en todos los ca-
pítulos (en general, las sentencias an-
teriores a 1960 ó 1970 que se mencio-
nan lo son a título de arrét de prin-
cipe, y se reservan para ilustrar y
completar la explicación sentencias de
los últimos años), y en especial en
aquellos que hacen referencia a tex-
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tos recientes (Ley de libertad de ac-
ceso a los documentos administrati-
vos, de 1978; Ley de motivación de
los actos administrativos, de 1979; Le-
yes de reparto de competencias entre
el Estado y las Administraciones Lo-
cales, de enero y julio de 1983). Prue-
ba de ello es el análisis de la Ley
de 2 de julio de 1986, de privatización
de las empresas del sector público
(se trataba de uno de los platos fuer-
tes del programa electoral de la
coalición conservadora liderada por
Jasques Chirac), así como de las co-
rrespondientes decisiones del Consejo
Constitucional (tras el recurso pre-
sentado por los diputados socialistas)
de 25 y 26 de junio de 1986 (págs. 260
a 263).

La segunda característica de la obra
es la importancia otorgada a la ju-
risprudencia; ello es habitual en los
manuales franceses, pero se ve acen-
tuada en el de CHAPUS: prácticamen-
te al final de cada párrafo se citan
varios arréts. Pero, además de su ele-
vado número, destaca su función,
pues en muchas ocasiones no operan
como mero complemento del texto,
sino que éste discurre a través de la
explicación de situaciones concretas
contenidas en las decisiones del Con-
sejo de Estado (así, en los capítulos
dedicados a la distinción entre las
personas de Derecho público y los
organismos privados, al reparto de
competencias entre las diversas ju-
risdicciones estatales, a las reglas de
la indemnización resultante de la res-
ponsabilidad de la Administración o
al servicio público). Y es necesario
hacer notar que el autor, al utilizar
de este modo (ciertamente pedagógi-
co) la jurisprudencia, no ha incurrido
en el error de caer en la casuística
y de no ofrecer una visión global de
los problemas; de manera que Rene
CHAPUS, pese a manejar y explicar
gran cantidad de sentencias, expone
un discurso coherente, fluido y, ante
todo, claro.

Claridad que, junto con la didácti-

ca, constituyen la tercera de las ca-
racterísticas del manual que nos ocu-
pa. Es más: se trata, a mi modo de
ver, de su principal virtud.

Las diferentes cuestiones que un
libro de parte general debe contener
están tratadas de una manera senci-
lla y clara; así, el lector gozará de
una información accesible, bien es-
tructurada y fácil de entender.

En concreto, el modo en que el
manual está presentado es el siguien-
te: dividido en 1.330 parágrafos (cada
uno de ellos, en la mayoría de los
casos, con referencias a otros pará-
grafos y con bibliografía y jurispru-
dencia), lo que permite un tratamien-
to separado e individualizado de' los
distintos problemas, una concreción
expositiva ciertamente ventajosa para
el lector y, en fin, hace posible el
que CHAPUS dedique algunos de es-
tos parágrafos a presentar cuál va a
ser la estructura de los capítulos o de
las secciones, o a introducir precisio-
nes complementarias, sin por ello rom-
per la coherencia de la exposición.

La última nota destacable del libro
es que no se trata de una obra teóri-
ca, reflexiva o doctrinal, sino emi-
nentemente práctica, incluso escueta.
Como ya quedó dicho, la introduc-
ción consta de 10 páginas, en las que
CHAPUS nos habla de la definición y
los caracteres del Derecho adminis-
trativo (en el manual de VEDEL, la rú-
brica «Administración y Derecho ad-
ministrativo» ocupa una extensión
más de cinco veces mayor, exacta-
mente 55 págs.).

Pero la diferencia entre este ma-
nual y otros que le resultarán más
familiares al lector español (el ya
mencionado de VEDEL y el de DE LAU-
BADERE) no es solamente cuantitativa,
sino, y sobre todo, cualitativa (me
refiero, claro está, al contenido teóri-
co y doctrinal, no a la «calidad» de
cada uno de ellos). Veamos algunos
ejemplos.

Por lo que se refiere a la definición
del Derecho administrativo (págs. 9
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a 11), CHAPUS expone brevemente las
teorías clásicas de DUGUIT y de HAU-
RIOU, y la de las «bases constitucio-
nales» de VEDEL, para después dar una
definición propia: «Et comme il est
normal que les moyens soient ordon-
nés á une fin et occupent une place
seconde par rapport á elle, il fauí
definir le droit administratif comme
étant d'abord le droit du service pu-
blic, ensuite celui de la puissance pu-
blique» (pág. 11). De modo que el
autor adopta una posición ecléctica,
toda vez que más próxima a la teoría
del servicio público de DUGUIT y la
escuela de Burdeos que de la más
compleja y original de Maurice HAU-
RIOU, basada en la puissance publi-
que. Con la frase citada, CHAPUS da
por zanjada la cuestión, sin ni siquie-
ra mencionar la clásica distinción en-
tre los criterios material y orgánico
del Derecho administrativo (distin-
ción especialmente presente en la doc-
trina francesa, puesto que varios de
los tratadistas se han inclinado sin
reservas por una u otra solución. Ri-
VERO, sosteniendo el criterio material,
y AUBY y, hasta cierto punto, VEDEL,
el orgánico).

En lo tocante a las relaciones en-
tre el Derecho administrativo y el
Derecho constitucional, tampoco se
extiende el autor en consideraciones
teóricas, sino que constata la distan-
cia que, a su juicio, existe entre am-
bos (pág. 14), ni tercia en la conocida
polémica entre VEDEL, creador de la
teoría de las «bases constitucionales»
del Derecho administrativo, y su prin-
cipal detractor, el profesor Charles
ElSENMANN.

Valgan estos ejemplos para mostrar
que no es éste un libro donde do-
minen la abstracción y la teoría, ni
que pretenda suscitar en el lector una
reflexión acerca de lo que son (o de-
ban ser) la Administración y el Dere-
cho administrativo.

De manera que de las dos últimas
características citadas podemos fácil-
mente deducir que el Droit Adminis-

tratif General de Rene CHAPUS parece
destinado a ser utilizado por los alum-
nos como instrumento de uso cotidia-
no para resolver los problemas prác-
ticos, y no como punto de partida
para un estudio en profundidad de
las grandes cuestiones del Derecho
administrativo. Esta sería, entiendo,
la principal característica del manual,
su más sintética descripción.

De todo lo dicho hasta ahora pue-
den extraerse algunas valoraciones
globales del manual; no obstante,
creo que ello deberá hacerse teniendo
en cuenta precisamente su condición
de manual, y manual adaptado al sis-
tema francés de travaux diriges (cla-
ses prácticas en las que se trabaja
fundamentalmente con jurispruden-
cia). Así que, en tanto que libro de
texto a partir del cual explicar la
parte general del Derecho administra-
tivo a base de casos prácticos, el jui-
cio sobre este manual ha de ser muy
positivo, principalmente a causa de
su claridad y de sus virtudes didác-
ticas. Y este juicio positivo sería com-
partido p o r bastantes profesores,
puesto que, según parece, el de Rene
CHAPUS se ha convertido en sólo dos
años en el manual más utilizado por
los alumnos de las Facultades de
París.

En cambio, si se toma como crite-
rio de valoración su aportación a la
teoría general del Derecho adminis-
trativo, o su reflexión acerca de los
problemas fundamentales de la disci-
plina, el juicio no puede ser muy sa-
tisfactorio, por los motivos antes ex-
puestos de práctica ausencia de plan-
teamientos sobre la naturaleza y la
función del Derecho administrativo.
En concreto, en el libro de CHAPUS
se echan de menos la sutileza de VE-
DEL o la agudeza y la ironía de RIVE-
RO: en ocasiones, incluso, se tiene la
sensación de estar leyendo exposicio-
nes toscas, planas, sin mordacidad o
sugerencia de nuevos problemas, pe-
ro, eso sí, diáfanas y absolutamente
actualizadas.
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Existen muchos manuales o trata-
dos que cubren la llamada parte
general del Derecho administrativo,
cada uno con su pequeña particu-
laridad (no olvidemos que todas
estas obras se parecen, por su con-
tenido y por su función): las hay que,
por lo novedoso de sus planteamien-
tos y su contenido doctrinal, supusie-
ron en su día un hito en la teoría
administrativista contemporánea (el
Droit Administratif de VEDEL, publi-
cado en 1958); otras extensas y minu-
ciosas (el manual de André DE LAUBA-
DERE), y, por fin, otras breves, pero
densas y de altísimo rigor intelectual
(el de RIVERO, publicado bajo forma
de précis). A ellas ha venido en fecha
reciente a unirse el Droit Administra-
tif Genérale de Rene CHAPUS, como
libro de texto adaptado a las necesi-
dades específicas del sistema de tra-
bajo (muy jurisprudencial y muy es-
colar) del segundo año de licenciatu-
ra en las Facultades de Derecho fran-
cesas.

Tal vez no sea éste un manual re-
cordado por su brillantez teórica o
por sus reflexiones innovadoras (es-
tas tareas parece el autor dejarlas
para monografías, habiendo publica-
do varias muy notorias); sin embar-
go,, sí podrá serlo por su claridad,
su concisión y por ofrecer una visión
completa y actualizada del Derecho
administrativo en Francia.

Miguel BELTRAN DE FELIPE

ESCUIN PALOP, Vicente M.: El acceso
del personal y la provisión de pues-
tos de trabajo en la Administración
del Estado y de las Comunidades
Autónomas, Ed. Instituto Nacional
de Administración Pública, Alcalá
de Henares (Madrid), 1986, 240 pá-
ginas.

En la Introducción, el autor jus-
tifica con estas palabras la publica-

ción de su libro: «La selección y for-
mación del personal al servicio de las
Administraciones Públicas, junto a la
designación para ocupar un específi-
co puesto de trabajo, son temas cla-
ves, cuyo interés permanente se ve
potenciado en los períodos en que
se pretende un análisis profundo de
las Administraciones Públicas.»

Quiere decirse, pues, que los dos te-
mas esenciales a los que van dedica-
das las reflexiones de ESCUIN PALOP
son, de un lado, la selección del per-
sonal público y, de otro, las formas
de provisión de los puestos de traba-
jo. Ambas parcelas del régimen ju-
rídico-legal de la Función Pública son
importantes en sí mismas para la
buena conformación de una burocra-
cia profesional, estable y competente;
y, además, están de plena actualidad
entre nosotros como consecuencia de
la aplicación de la Ley de Medidas
para la reforma de la Función Pú-
blica.

En el Prólogo, el profesor SANTA-
MARÍA PASTOR resalta efectivamente la
gran repercusión de la Ley de Me-
didas «cuya incidencia en la estruc-
tura y pautas de comportamiento del
empleo en el sector público está sien-
do de una extraordinaria intensidad».
Y, sobre todo, SANTAMARÍA PASTOR
aprovecha la oportunidad para trazar
algunas consideraciones, muy jugosas
y en su mayoría certeras, sobre la
selección de los funcionarios superio-
res en nuestro país. En su opinión,
no estamos en un momento de cam-
bios coyunturales o de transformacio-
nes superficiales; más bien, son sus
palabras, «lo que se encuentra en cri-
sis es la totalidad del sistema de ac-
ceso a la Función Pública». Y de ahí
la urgente necesidad de apelar no
tanto a soluciones momentáneas o de
galería, sino a planteamientos que pe-
netren hasta el fondo de una proble-
mática que está muy viva en la so-
ciedad española y que no es lícito ni
ignorar ni tampoco marginar.

ESCUIN PALOP, en la Introducción,
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delimita el objeto de su estudio, que
no es otro que la normativa referente
al personal público, en el que se in-
cluye el personal funcionario y el per-
sonal laboral, que pertenece a la Ad-
ministración del Estado y de las Co-
munidades Autónomas y que ocupa
puestos de trabajo para los que se
requiere titulación superior. Y, por lo
que toca al marco de referencia, el
autor lo identifica con la descripción
de los dos principales sistemas de
vertebración de la Función Pública
que se dan en los diferentes países:
el de carrera y el de empleo.

El Capítulo I está dedicado a la
exposición de estos dos sistemas, en
cuanto se proyectan en el acceso a la
Función Pública y en la provisión de
los puestos de trabajo. Cada uno de
ellos ofrece sus propias singularida-
des y diferenciaciones, sin perjuicio
de que luego, a nivel nacional, toda-
vía se detecten nuevas variaciones
aun dentro de un mismo sistema. El
Capítulo II contiene el análisis histó-
rico de nuestra Función Pública en
cuanto a la selección y provisión con
referencia a los principales hitos nor-
mativos de nuestra historia adminis-
trativa, hasta llegar a la reforma de
1963-1964 con la Ley de este último
año. El Capítulo III describe «la com-
pleja situación actual» en la que se
interfieren, de un lado, el cuadro de
normas que tiene su origen en la ci-
tada Ley del 64, y, de otro, el caudal
de normas dictadas a raíz de la pu-
blicación de la Ley de Medidas. El
Capítulo IV está dedicado, en su in-
tegridad, a la Ley de Medidas, con re-
ferencia a algunas cuestiones capita-
les como son las modificaciones in-
troducidas por ella en la estructura
burocrática, en la selección del per-
sonal y en la provisión de puestos de
trabajo. Y el Capítulo V estudia es-
tos temas dentro del panorama de la
puesta en marcha y funcionamiento
de las Comunidades Autónomas, con
las lógicas dificultades y oscuridades
legales y orgánicas derivadas de un

proceso tan complejo como ha sido el
de la construcción de las diferentes
Comunidades.

Prescindiendo ahora de valoracio-
nes históricas, lo más interesante es
contraponer la reforma del 64 a la
del 84, llevada a cabo por una Ley
tan singular y discutida como la Ley
de Medidas. El Estatuto de 7 de fe-
brero de 1964 aportó a la Función
Pública española innovaciones de re-
lieve, como la distinción entre Cuer-
pos Generales y Especiales y la im-
plantación del sistema mixto de la
clasificación de puestos de trabajo
sobre la idea central del Cuerpo de
funcionarios y no del puesto de tra-
bajo propiamente dicho. El citado Es-
tatuto contiene una serie de normas
sobre las pruebas selectivas, que afec-
taron básicamente a las de los Cuer-
pos Generales, mientras que el Decre-
to de 27 de junio de 1986 regulaba
las de los Cuerpos Especiales; norma-
tiva que, como apunta el autor con
acierto, no impidió lo que denomina
«la quiebra del sistema» erosionado
por los turnos restringidos, la funcio-
narización de interinos y contratados,
la laboralización y la integración de
los funcionarios del Movimiento y el
Sindicato Vertical. Por ello, la valo-
ración del sistema para ESCUIN PALOP
ha de ser negativa ya que no contri-
buyó al «fin para el que fue creado:
la individualización de los mejores
para el adecuado desempeño de las
funciones que la Administración, en
un largo proceso histórico, ha asu-
mido», y porque, entre tantas excep-
ciones y situaciones de favor y pri-
vilegio, «los criterios del mérito y de
la capacidad no son de aplicación
general». Y también el Estatuto de
1964 regula la provisión de los pues-
tos de trabajo, conjuntamente con el
Decreto de 28 de abril de 1966 y el
Decreto de 17 de junio de 1971, sobre
revisión y aprobación de las plantillas
orgánicas de los Ministerios civiles.
El autor se refiere, primero, al con-
curso en cuanto «sistema de provi-
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sión en el que se armonizan los inte-
reses de la Administración y de los
funcionarios», y, a continuación, ha-
bla de sistemas «en los que predomi-
nan las prerrogativas de la Adminis-
tración» como la libre adscripción, la
comisión de servicios y la libre desig-
nación y de sistemas «en los que pre-
domina la voluntad del funcionario»,
como es el caso de la permuta.

Sobre este panorama confuso e in-
trincado, tanto en lo relativo a la
selección de funcionarios como a la
provisión de puestos, va a actuar de
modo enérgico la Ley de Medidas en
varios frentes. El primero de ellos
es el de las estructuras burocráticas
que intentan ser modificadas median-
te la ruptura de la adscripción de
puestos de trabajo a Cuerpos de fun-
cionarios, la movilidad de éstos entre
las diversas Administraciones, la sim-
plificación y refundición de Cuerpos
y el empleo de técnicas manageriales
privadas (sobre todo en el ámbito re-
tributivo). El segundo se concreta en
la necesidad de montar instrumentos
globales y unitarios de selección y
provisión, por medio de la oferta de
empleo público cuyos efectos el autor
analiza según se consideren en rela-
ción a la propia Administración o so-
bre los candidatos. El tercero com-
prende las modificaciones y reformas
introducidas en la selección del per-
sonal, como son la cristalización legal
de los procedimientos de selección;
su aplicación, tanto al personal fun-
cionario como laboral; la posible crea-
ción de nuevos órganos de selección;
la eliminación del predominio corpo-
rativo de los Tribunales, y la conexión
de las pruebas con las funciones a
desempeñar; sin olvidar otras cues-
tiones, tales como la agilización de
los procedimientos de selección y el
mantenimiento de la discriminación,
que procede de épocas anteriores, a
favor tanto de interinos como de con-
tratados administrativos. Y el cuarto
se conexiona con la provisión de pues-
tos de trabajo, mediante la consagra-

ción de una premisa determinante:
la ruptura que se produce entre el
puesto de trabajo y el Cuerpo fun-
cionarial, por lo que aquél, como sub-
raya el autor, «adquiere una mayor
trascendencia, trasladando la respon-
sabilidad del funcionamiento del sis-
tema a los mecanismos de provisión,
que quedan liberados de las numero-
sas cortapisas que las adscripciones
a Cuerpos producían en la atribución
de las vacantes». Dos puntos, en este
nuevo planteamiento, merecen ser
destacados como innovación más so-
bresaliente: el grado personal y la
garantía del nivel del puesto de tra-
bajo; y el fomento de la promoción
interna. Estos elementos, «más pro-
pios de un sistema de carrera» que de
un sistema de empleo, son regulados
en la Ley de Medidas y, sobre todo,
en el Reglamento aprobado por De-
creto de 9 de diciembre de 1985, cuyo
contenido «es más amplio que el de-
sarrollo del artículo 20 de la Ley de
Medidas».

En el último Capítulo, ESCUIN PA-
LOP se enfrenta a los temas expuestos,
pero ceñidos ahora al círculo más re-
ducido de las Comunidades Autóno-
mas. Para ello habla de «tipología del
personal» dependiente de ellas, pues-
to que su procedencia es muy hete-
rogénea, y de «análisis diacrónico»,
tanto del acceso como de la provisión
de puestos, ya que es necesario sepa-
rar la fase de iniciación del proceso
autonómico de cada Comunidad y la
fase que se abre cuando van apare-
ciendo las Leyes de Función Pública
de las Comunidades Autónomas en
virtud de lo dispuesto en varios ar-
tículos de la Ley de Medidas. De este
modo, con consideraciones diversas
en torno a las leyes autonómicas que
se inclinan por el sistema de carrera
y las que prefieren el sistema de em-
pleo, termina el libro del doctor ES-
CUIN PALOP, que es una aportación
sistematizada, actualizada y documen-
tada a la tarea de juzgar, desde óp-
ticas científicas, la Función Pública
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española en dos coordenadas tan de-
cisivas como la selección y la provi-
sión de puestos de trabajo.

V. M.* GONZÁLEZ-HABA GUISADO

FAVOREU, Louis: Tribunales Constitu-
cionales europeos y derechos fun-
damentales, Ed. Centro de Estu-
dios Constitucionales, Madrid, 1984,
682 págs.

Mucho tiempo antes de que apare-
ciera en el firmamento de las ideas
la concepción de Europa como algo
novedoso, y que, por ende, debería
suponer una ruptura con todo lo co-
nocido, existía ya en este viejo con-
tinente una unidad cultural y de pen-
samiento muy superior a la que pue-
de aspirarse a conformar por inter-
cesión de unas concepciones políticas
económicas siempre pasajeras en una
sociedad caracterizada, precisamente,
por lo perecedero de sus valores.

Tal unidad de pensamiento habría
de cobrar especial relieve en el cam-
po de la ciencia jurídica, por mor de
la tarea desarrollada por los jurispru-
dentes romanos, tarea todavía no os-
curecida en nuestros días por nuba-
rrones de ningún tipo. A lo largo de
toda la Edad Media, cuánto más del
período renacentista, los intercambios
culturales no constituían, en modo al-
guno, una ocasión de pompa y cir-
cunstancia, de complacencia y auto-
satisfacción, sino la realidad viva de
unas Universidades que trataban, en
la medida de sus posibilidades, de
responder a esa idea de universali-
dad a la que deben ser fieles, pues
no otra virtud les caracteriza.

Es en esta línea histórica, todavía
no quebrada en nuestro siglo, en la
que debemos insertar el libro que nos
ocupa, fruto de la puesta en común,
del intercambio de experiencias vivi-
das, que tuvo lugar, bajo el patrocinio
de la Universidad de Aix-en-Provence,
en el coloquio celebrado en 1981 en

dicha ciudad francesa. Por encima de
los estudios concretos y específicos
de las tareas realizadas por cada uno
de los Tribunales Constitucionales (1),
fluye la idea de una unidad trascen-
dente, unidad en la creencia de que
el poder público debe servir a las
necesidades reales de organización de
los ciudadanos, debiendo dejarse en
manos de los mismos los medios de
actuación, a través de los cuales pue-
da procurarse, ante los Tribunales de
justicia, lo que deba ser considerado
como derechos irrenunciables de la
persona. Ello en el bien entendido
de que tales derechos deben servir a
la par como piezas clave de la convi-
vencia, sin que sea de recibo el que

(1) La obra comienza con el Informe
general introductorio, redactado por
Louis FAVOREU, para pasar, a continua-
ción, a dividirse en tres grandes aparta-
dos, a saber:

I. Procedimientos y técnicas de pro-
tección de los derechos fundamentales,
que incluye los estudios aportados por
los profesores Francois LUCHAIRE, El
Consejo Constitucional Francés; Klaus
SCHLAICH, El Tribunal Constitucional Fe-
deral Alemán; Alessandro PIZZORUSSO, El
Tribunal Constitucional Italiano, y Félix
ERMACORA, El Tribunal Constitucional
Austríaco.

II. Objeto y alcance de la protección
de los derechos fundamentales, con las
aportaciones de Francois GOGUEL, El Con-
sejo Constitucional Francés; Hans. G.
Rupp, El Tribunal Constitucional Fede-
ral Alemán; Gustavo ZAGREBELSKY, El Tri-
bunal Constitucional Italiano; una Co-
municación oral, de Leopoldo EMA, y
Theo OEHLINGER, El Tribunal Constitu-
cional Austríaco.

III. Finalidades y límites de la protec-
ción de los derechos fundamentales, com-
puesto por los trabajos elaborados por
Joel RIDEAU, El papel del Tribunal de
Justicia de las Comunidades Europeas.
Técnicas de protección; Louis DUBOUIS,
El papel del Tribunal de Justicia de las
Comunidades Europeas. Objeto y ámbito
de la protección; Mauro CAPPELLETTI, Ne-
cesidad y legitimidad de la justicia cons-
titucional, y A modo de síntesis, conclu-
sión a las jornadas elaborada por Jean
RIVERO.
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la actuación individual horade los ci-
mientos de la organización social.

El primer paso a la hora de anali-
zar el cuadro general de actuaciones
de los diversos Tribunales Constitu-
cionales en relación con los denomi-
nados derechos fundamentales habrá
de ser, qué duda cabe, poner en cla-
ro qué deba entenderse por tales, ta-
rea compleja donde las haya, toda vez
que sólo algunos de los textos funda-
mentales analizados hacen referencia
explícita a esta categoría jurídica
concreta. A esta complejidad existen-
te en los textos formales viene a su-
marse el hecho de que en algunos
casos, concretamente en lo que con-
cierne a las experiencias francesa y
austríaca, debe procederse a concre-
tar incluso los textos en los que ha
de basar sus decisiones el juez cons-
titucional (2).

De la lectura de los diferentes es-
tudios deducimos una idea clave, el
campo de los derechos fundamentales
no puede ser entendido de forma tal
que su excesiva amplitud le reste efi-
cacia. Dicho de otra forma, flaco fa-
vor estaríamos haciendo si procedié-
ramos a la redacción de declaraciones
de derechos de tal extensión que su
puesta en práctica deviniera imposi-
ble. En lo que a la categoría jurídica
de los derechos fundamentales se re-
fiere, sólo puede ser predicable ésta
de aquellos derechos que, efectiva-
mente, tengan el carácter de funda-
mentales para los individuos y para
la propia organización, puesto que

(2) En el caso francés es preciso re-
montarse incluso hasta la Declaración de
derechos del hombre y del ciudadano,
de 26 de agosto de 1789, con los consi-
guientes problemas de adaptación de sus
postulados a la realidad actual que ello
conlleva. Más complejo todavía se nos
presenta el caso austríaco, puesto que
en este país el rasgo característico del
Derecho Constitucional es, precisamente,
su dispersión formal, remontándose la
Ley constitutiva del Tribunal al año 1867,
más precisamente, a la Ley Fundamental
de 21-XII-1867.

éstos, en última instancia, no son sino
un derecho a la organización.

Problemática específica, y de no fá-
cil resolución, plantean los llamados
derechos económicos y sociales, que
nuestro texto constitucional ha deja-
do al margen del ámbito del recurso
de amparo constitucional; sabia de-
cisión a la vista de la alegría con que
no pocos letrados se lanzan al ruedo
de este nuevo campo procesal, cuánto
más no lo harían si, de formulaciones
tan poco concretas como el derecho
al trabajo o el derecho a la salud,
fuera también posible predicar su
idoneidad para ser objeto de esta
defensa reforzada en sede constitu-
cional. Es precisamente este factor
de inconcreción el que parece abonar
la tesis de que derechos fundamen-
tales y derechos económicos y socia-
les deben ser considerados como ins-
titutos jurídicos diferentes y merece-
dores, por tanto, de un distinto tra-
tamiento normativo.

II

Junto con la ya aludida unidad fun-
damental que inspira la actuación y
la labor de los cuatro Tribunales
Constitucionales que se examinan en
el libro, a saber, el Consejo Constitu-
cional francés (3), el Tribunal Cons-

(3) Aun a pesar de ser hoy pacífica-
mente aceptada la inclusión del Consejo
Constitucional francés dentro del marco
de los Tribunales Constitucionales eu-
ropeos, no hay que olvidar que este ór-
gano guarda todavía no pocas peculia-
ridades propias que lo diferencian de
sus semejantes en otros países. Así, el
hecho de que la legitimación para inter-
venir ante el mismo quede restringida,
en lo que a la impugnación de leyes
supuestamente inconstitucionales se re-
fiere, a 60 diputados o 60 senadores, res-
tringiéndose el plazo de actuación al que
media entre la aprobación definitiva de
la Ley y su promulgación. Tal estado de
cosas debe considerarse, sin embargo,
un gran paso adelante con respecto a
la situación existente con anterioridad
a la Ley de 29 de octubre de 1974, que
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titucional Federal alemán, la Corte
Constitucional italiana y el Tribunal
Constitucional austríaco, existe entre
los mismos una doble faceta que per-
mite diferenciarlos. De un lado, la
legitimación para la actuación proce-
sal ante los mismos y, de otro, los
medios empleados por los jueces
constitucionales de los diferentes Es-
tados para interpretar la dicción li-
beral de los diferentes textos consti-
tucionales.

No obstante esta diferenciación ge-
neral a partir de ambos grupos de
cuestiones, no conviene olvidar que
responden las soluciones adoptadas a
las circunstancias históricas concretas
de cada país en un momento deter-
minado, y a su diferente concepción
de lo que debe ser la intervención de
los órganos jurisdiccionales en la re-
elaboración práctica del derecho; es-
to es, en la respuesta dada por los
diferentes ordenamientos al viejo dog-
ma de la división de poderes podre-
mos hallar un buen punto de partida
para compreder las peculiaridades
que caracterizan a cada uno de los
Tribunales Constitucionales objeto de
estudio.

Así, en la patria de MONTESOUIEU,
poco puede asombrarnos el hecho de
que la legitimación para acudir al
Consejo Constitucional no venga atri-
buida a los ciudadanos particulares
en cuanto tales, sino a sus represen-
tantes políticos como expresión de la
voluntad del pueblo francés. Ello es
así aun a pesar de que hoy en día
es opinión pacíficamente asumida por
la doctrina europea en general el que
el ciudadano, al actuar un derecho
constitucional concreto ante el Tri-
bunal, actúa también en defensa del
orden constitucional como un todo
del cual aquel derecho concreto for-
ma parte.

Frente a tal concepción se ha ele-
vado siempre como un muro infran-

reformará el artículo 61 de la Constitu-
ción de 1958 por iniciativa del Presidente
de la República, Giscard d'Estaing.

queable la vieja idea de la soberanía
del Parlamento, entendida como algo
monolítico e inmutable. Dejar en ma-
nos del poder judicial, siquiera sea
de un Tribunal —pues tal naturaleza
judicial, si bien de jurisdicción espe-
cializada hállase generalmente acep-
tada a lo largo de las páginas de la
obra— concreto y especial por su fun-
ción y su composición, la labor de
reelaborar el Derecho Constitucional
parecería dentro de este planteamien-
to una forma de introducción sibilina
de la inseguridad en el mundo jurídi-
co, del temible gobierno de jueces.
Esta visión, a todas luces desmentida
por la Historia, se encuentra, sin em-
bargo, acendrada en la práctica legis-
lativa de países como Francia y Gran
Bretaña, que todavía no aceptan el
control jurisdiccional constitucional
sin restricciones que caracteriza a
otros países de la Europa occidental.

Ante el estado de la cuestión en
Francia, hemos de parar mientes en
el caso de la República Federal de
Alemania, donde el Tribunal Consti-
tucional Federal de Karlsruhe ha he-
cho posible la intervención de los par-
ticulares, el acceso del ciudadano me-
dio a la tutela del mismo hasta lími-
tes que serían inimaginables en el
país vecino. El fruto de esta política
de apertura no ha sido, como podrían
temer algunos dogmáticos de la so-
beranía, la ruptura del juego consti-
tucional, bien al contrario, se ha pro-
ducido gracias a ello una rica casuís-
tica que ha derivado en una juris-
prudencia y una doctrina que han
abarcado los más diversos temas y
que son hoy en día faro y guía de la
actuación y de la labor no sólo de
los estudiosos de los diferentes países
en los que podemos encontrar esta
institución de derecho pretoriano, si-
no incluso de los propios Tribunales
Constitucionales que en ellos se asien-
tan.

De la amplitud y diversidad de te-
mas que ante el Tribunal Constitu-
cional Federal se han planteado, y de
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la rica polémica a que han dado lugar
algunos de ellos, dan fe las excelentes
aportaciones alemanas contenidas en
este libro (4), y que puede calificarse,
sin desdoro para el resto de los aná-
lisis, como la más rica y viva de to-
das ellas; debiéndose este hecho no a
la calidad o dedicación de sus autores
—cosa que, por otra parte, yo, apren-
diz de brujo, lejos estoy de tener la
osadía de calibrar—, sino a esa rique-
za, a esa variedad que ha dado lugar
la jurisprudencia del Tribunal Cons-
titucional Federal, como consecuen-
cia de la apertura de las vías de ac-
ceso al mismo.

Nos lleva ello a otro gran tema di-
ferenciador de los diversos trabajos
que componen esta gran obra, cual
es la propia interpretación que deban
hacer los jueces constitucionales de
las normas que deben aplicar a la
hora de resolver aquellos supuestos
que se les presentan para su análisis
y sentencia. Si el problema de la in-
terpretación de las normas es de por
sí un tema de grave interés e impor-
tancia en lo que a la jurisdicción or-
dinaria se refiere, cuánto más no ha-
brá de serlo en el caso de los Tribu-
nales Constitucionales, cuyas decisio-
nes implican no sólo la resolución
del caso concreto, sino la delimitación
del campo de juego constitucional,
la creación de criterios que sirvan
para completar lo que de incompleto
tienen, necesariamente, las diferentes
normas de alcance constitucional.

Existe a este respecto un doble pe-
ligro: por una parte, córrese el riesgo
de pretender acudir a la emulación
de ejemplos provinientes de allende
los mares, los cuales responden a rea-
lidades históricas y sociales muy ale-
jadas de las que aquí vivimos; frente
a ello, puede suceder, por otro lado,

(4) Se trata de los excelentes trabajos
de los profesores Klaus SCHLAICH, El
Tribunal Constitucional Federal Alemán,
págs. 133 y ss., y Hans G. RUPP, El Tri-
bunal Constitucional Federal Alemán, pá-
ginas 319 y ss.

que el Tribunal, temeroso de romper
las reglas del juego constitucional, de
invadir campos acotados que no le
han sido conferidos de forma impe-
rativa, no desarrolle toda su poten-
cialidad, quedando con ello como un
mero intento de configuración judi-
cial de la norma constitucional.

Frente al primero de tales peligros
expuestos, preciso será recordar que
la mera adaptación ortopédica de las
instituciones jurídicas, que se ade-
cúan al entorno para el que han sido
concebidas sin tener en cuenta tal en-
torno, suele acarrear males mayores
que aquellos que se pretende evitar.
Considero que no será preciso recor-
dar la diferente posición que ocupan
a uno y otro lado del océano los jue-
ces y tribunales. Prueba de ello es
el hecho de que, cuando el legislador
europeo ha pretendido crear un Tri-
bunal Supremo Constitucional, ha
creado en puridad un órgano jurisdic-
cional ad hoc, en el cual se refleja
en mayor medida la composición so-
cial real de los países que en los pro-
pios órganos de justicia, toda vez que
aquél ha sido conformado más por
profesionales venidos de la docencia
o de la actividad política, que del pro-
pio orden jurisprudencial.

Esta creación jurisdiccional es, y
de ello no cabe ninguna duda, un
verdadero órgano jurisdiccional, aun
cuando se trate de un órgano juris-
diccional especial. Como tal órgano
jurisdiccional, debe amoldarse a la
cultura jurídica en la que pretende
ejercer su imperio, reelaborando y
adaptando, sí, los dictados de la Cons-
titución, pero sin que ello implique
adoptar el papel de legislador cons-
titucional, ocupar un puesto que sólo
corresponde a la propia nación como
conjunto. El continente europeo no
ha sido nunca, en este sentido, la pa-
tria del Common Law, de la Judicial
Review, y cuando tales instituciones
penetraron en el ordenamiento jurí-
dico de los países que lo componen
sólo fue ello posible a través de una
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reelaboración y readaptación que las
hicieran acordes con los principios
jurídicos continentales.

Con ello no se pretende dar a en-
tender que la respuesta a tales peli-
gros radique en el positivismo ya su-
perado, o en una interpretación his-
toricista y mecánica de los textos
constitucionales , como la que parece
caracterizar al Tribunal Constitucio-
nal austríaco (5). Si antes hemos he-
cho referencia a MONTESQUIEU como
paladín de la defensa de la soberanía
del cuerpo legislativo, preciso será
ahora desviar nuestra mirada a KEL-
SEN cuando se trate de entender el
porqué de esta actuación de la ju-
risdicción constitucional austríaca. El
peligro que se encierra en la acepta-
ción acrítica de la dicción literal de
una ley puede verse agravado si tal
ley data del año 1867, como es el caso
de la Ley Fundamental austríaca que
creara la jurisdicción constitucional
en este país, y si tal ley debe ser com-
pletada con textos legales que toman
razón del pasado siglo. Este peligro,
referido siempre a la materia de dere-
chos fundamentales, se ve reflejado
en la Sentencia sobre la organización
de las Universidades, del año 1977,
donde se sigue señalando como ca-
racterístico de los derechos funda-
mentales su virtualidad esencialmente
defensiva frente a los posibles abu-
sos del Estado, ignorándose con ello
toda interpretación positiva de los
mismos (6).

Este peligro, aquí pergeñado, ha
sido salvado en la mayor parte de
las ocasiones con el empleo de una
adecuada técnica jurídica, por medio
de la cual los diferentes Tribunales
han sabido amoldar los dictados de

(5) Según se desprende de las apor-
taciones que, bajo el mismo título. El
Tribunal Constitucional Austríaco, reali-
zan los profesores Félix ERMACORA, pá-
ginas 267 y ss., y Theo OEHLINGER, pá-
ginas 475 y ss.

(6) La referencia a la Sentencia VfSlg
8136/1977 puede verse en Theo OEHLIN-
CER, o/7. cit., pág. 486.

la Constitución al medio social en que
debe ser aplicada. No se ha olvidado
con ello que la misma supone, en úl-
tima instancia, un verdadero progra-
ma político que la nación se ha dado
a sí misma, pero que se trata a la vez
de una norma jurídica, y que debe
ser respetada y cumplida como tal,
aplicándose, por tanto, a ésta la téc-
nica y los parámetros jurídicos que
le sean válidos.

III

De no menor interés es el hecho
de que, a lo largo de las páginas,
trasciende otra idea clave, cual es la
realidad innegable de que el Derecho
Constitucional no termina allá donde
acaba la exégesis de los artículos de
una Constitución; así, en el caso de
la defensa del derecho de propiedad,
sería vano referirse al mismo como
una categoría alejada de la realidad
práctica de cada día. Sería absurdo
tratar de comprender el derecho de
propiedad como derecho protegido en
algunas de las Constituciones objeto
de análisis haciendo abstracción de
las regulaciones civiles, mercantiles o
tributarias que afecten a esta materia
concreta. En las decisiones de los Tri-
bunales Constitucionales ha venido a
influir, cierto es, la práctica de las
jurisdicciones contencioso-administra-
tivas de los diferentes países, pero no
han incidido menos el actuar de los
diferentes órdenes jurisdiccionales, ya
sea el civil, el penal o el laboral.

Es así que el estudio y la concre-
ción de la Constitución no puede ha-
cerse única y exclusivamente como
obra y dedicación de quienes elabo-
ran, estudian o aplican el ordenamien-
to administrativo. El Derecho Cons-
titucional es un todo trascendente
que da unidad al ordenamiento y que
le presta una dirección encaminada
a la consecuencia de unos logros su-
periores, de unas metas comunes. No
puede, pues, extrañar que a lo largo
y ancho del libro se observe una pro-
funda trabazón entre las distintas ra-
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mas del ordenamiento, las cuales, a
su vez, y como es bien sabido, sólo
pueden seccionarse a efectos pura-
mente pedagógicos, y aun ello corrien-
do el peligro de perder la visión glo-
bal, que es siempre no sólo deseable,
sino necesaria e imprescindible.

De otro lado, y relacionado con el
cambio del centro de gravedad que
se opera en la redacción de las diver-
sas constitucionales al correr de los
años, éstas sufren un proceso que
podría ser calificado de internaciona-
litación, en la medida en que la de-
fensa de los derechos humanos, prin-
cipal elemento de organización de las
mismas, hoy en día no puede conce-
birse sin el auxilio de los diversos
Estados, sin hacer referencia a enti-
dades organizativas y jurídicas supe-
riores. Es por esta razón que, junto
a la reflexión de Mauro CAPPELLETTI
sobre el siempre sugestivo tema de la
legitimación de la justicia constitu-
cional, y las palabras que ponen fin
a las jornadas, aparezcan en la parte
final del libro dos trabajos acerca de
la labor desarrollada por el Tribunal
de Justicia de las Comunidades Eu-
ropeas, sito en Luxemburgo.

No termina de entenderse muy bien
el por qué de este estudio dentro del
marco general de la obra, puesto que
nadie puede pretender la defensa del
carácter constituyente de los Tratados
de Roma y París que dieron nacimien-
to a las Comunidades Europeas, ni
puede tampoco aspirarse a encumbrar
al Tribunal de Justicia de Luxembur-
go por encima del Tribunal Europeo
de Derechos Humanos en lo que a
protección de los derechos fundamen-
tales hace referencia, si bien de la
conjunción de ambos factores se de-
duce el hecho de que el Tribunal que
se encuentra en la ciudad alsaciana
no es, en modo alguno, un Tribunal
del que puede predicarse la categoría
de constitucional, y, de otro lado, que
el Tribunal luxemburgués —por su
situación— no se dedica, fundamental
ni prioritariamente, a proteger los de-
rechos fundamentales de los ciudada-

nos en el ámbito de las Comunidades
Europeas. Paradójicamente, de la
combinación de estos dos argumen-
tos, que excluirían a uno y otro tri-
bunales, o bien permitirían la inclu-
sión forzada de ambos, resulta el es-
tudio del Tribunal de Justicia de Lu-
xemburgo y el olvido del Tribunal de
Estrasburgo.

Ello, no obstante, y aun a pesar de
estas pequeñas reticencias, debe afir-
marse que estos estudios contribuyen
de forma poderosa a dar fin a la obra,
trascendiendo así el marco geográfico
que marcan las fronteras estatales e
integrándose en una unidad superior,
si bien no logra dar la cohesión for-
mal a la materia que no renuncio a
pensar se hubiera logrado de haberse
analizado la jurisprudencia del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos.

Quede, por último, una pequeña
crítica a la labor de traducción, que
no merece siquiera un espacio propio
para ser consignada. Obsérvese a lo
largo de todas las páginas un afán
por acercar a nosotros la realidad ju-
rídica de otras naciones, la adecua-
ción de términos jurídicos que nos
son, en buena medida, desconocidos,
que son extraños a nuestra mente,
labor tanto más meritoria por cuanto
que se desarrolla procurando respe-
tar, siempre que ello sea posible,
el tenor literal de un gran número
de expresiones, las cuales cobran sen-
tido propio en la lengua en que fue-
ron concebidas y no en una siempre
forzada traducción. A pesar de ello,
nos vemos molestados en nuestra lec-
tura cuando, de tanto en cuanto, ve-
mos aparecer ante nuestros ojos de-
rivados de verbos tales como reve-
renciar o influenciar, que uno supone
vastagos naturales de los tradiciona-
les referir o influir; quizá, al igual
que sucede en algunos medios de co-
municación de nuestro país, las bom-
bas han dejado de explotar para pa-
sar a explosionar, sin que por ello
los resultados sean diferentes.

L. A. POMED SÁNCHEZ
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GRETEL (Grupo de Estudios de Téc-
nica Legislativa): La forma de las
leyes, Ed. Bosch (1.a ed.), Barcelo-
na, 1986, 318 pp.

El libro que ahora se recensiona ha
sido realizado por GRETEL (Grupo
de Estudios de Técnica Legislativa).
En él se reúnen diez estudios de téc-
nica legislativa, elaborados por M.° Te-
resa CASTIÑEIRA, profesora titular de
Derecho Penal en la Facultad de De-
recho de la Universidad Autónoma de
Barcelona; Miquel MARTÍN, profesor
titular de Derecho Civil en la Univer-
sidad Autónoma de Barcelona; Pablo
SALVADOR, catedrático de Derecho Ci-
vil en la Universidad Autónoma de
Barcelona; Caries VIVER, profesor de
Derecho Constitucional de la Univer-
sidad de Barcelona, y Pere KICHNER
y Pere FERRXN ANDÚJAR, estudiantes
de Derecho de la Universidad Autó-
noma de Barcelona.

Ya en el capítulo introductorio los
autores nos advierten que se trata
del primer libro de técnica legislativa
que se ha escrito en España, pero a
pesar de que ellos mismos nos dicen
que tal afirmación no está hecha con
orgullo, sino a modo de advertencia,
cabe decir, sin embargo, que esa opi-
nión no obedece sino a la modestia
de sus autores.

La importancia que tiene la apari-
ción de este libro es mucha y por
varias razones: en primer lugar, co-
mo se acaba de decir, es el primer
libro de técnica legislativa que tene-
mos en España, cubriendo una impor-
tante laguna en nuestra bibliografía,
pero, además, si tenemos en cuen-
ta el gran auge legislativo que esta-
mos viviendo en la actualidad, resul-
taba cada día más imprescindible un
estudio que sentase las bases sobre
esta materia, dándonos unos criterios
uniformes sobre cómo debe legislar-
se, para poder llegar así a una cierta
homogeneización de nuestro ordena-
miento jurídico, que bien lo necesita.

Por otra parte, este libro constituye

una versión distinta del Derecho, su
objeto de análisis «no es ya la ley
como producto intangible, sino la le-
gislación como activa», «ingeniería
social». Vuelve a una concepción del
Derecho que lo configura como un
método de resolución de conflictos
sociales, pero un método más de en-
tre todos aquellos que persiguen este
objetivo. La experiencia ha venido a
demostrar que las leyes no son en sí
mismas la solución de todos los pro-
blemas que se plantean, sino que mu-
chas veces su aplicación plantea más
que los que pretendía solucionar, sin
olvidar, por otra parte, lo que se ha
venido en llamar los efectos perversos
de las leyes, por todos conocidos.

Los mismos autores nos dicen que
el objeto de estudio de este libro son
los aspectos formales de las leyes.
Pero que se estudien de manera prin-
cipal la forma de las leyes no signi-
fica que se dejen de lado todas las
cuestiones que no sean estrictamente
formales, sino todo lo contrario.
Cuando se encuentran con un proble-
ma de fondo sustancial, su estudio
es lo primero, es la base previa nece-
saria para poder después analizar los
problemas formales que se presenten.

También, y aunque sea obvio, con-
viene advertir que a pesar de que el
libro se centra en el estudio de la
legislación catalana, la mayor parte
de las reglas que se predican para
esta legislación son extensivas a cual-
quier otro ordenamiento jurídico.

Como ya hemos dicho, el libro se
divide en diez capítulos. El primero
de ellos (de Pablo SALVADOR CORDECH)
es uno introductorio donde se nos da
una primera visión de lo que va a ser
el libro. Nos diferencia la técnica le-
gislativa de la dogmática jurídica,
hace una breve exposición de los te-
mas que trata y el modo de tratarlos
y un estudio de las distintas directri-
ces de técnica legislativa en Derecho
comparado, haciendo un balance pro-
visional de lo que su uso ha supuesto
en estos países. También hay una re-
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ferencia bibliográfica, terminando el
capítulo con una reseña al Grupo de
Estudios de Técnica Legislativa.

Los restantes nueve capítulos cons-
tituyen lo que los propios autores de-
nominan parte especial. El segundo
de los capítulos del libro (también
de Pablo SALVADOR) se refiere al títu-
lo de las leyes, analizando rigurosa-
mente toda la problemática que esta
parte de la ley puede plantear. Como
es sabido, toda ley debe de tener un
título oficial, que en Cataluña se ex-
presa indicando la categoría norma-
tiva de la disposición, su número, fe-
cha de promulgación y la indicación
del objeto o contenido de la misma.
Pues bien, cada una de estas partes
ha sido objeto de un examen indivi-
dualizado; de esta manera, una vez
tratada la categoría normativa a la
que pertenece la disposición jurídica,
se pasa a analizar la fecha y la nu-
meración de la ley, aludiendo, prime-
ro, al modo en que aparece esta parte
de la ley en la legislación catalana
y analizando, después, la forma en
que ha sido tratada en otras legisla-
ciones extranjeras, dándonos, por úl-
timo, una serie de sugerencias en las
que la prudencia es la nota predo-
minante. Respecto a la última parte
del título, el objeto o contenido de
la ley, además de plantearse una serie
de cuestiones, tales como la función
que debe cumplir esta parte del títu-
lo o el criterio que debe seguirse para
saber hasta qué punto el título de
una ley ha logrado un alto grado de
precisión, nos encontramos con una
serie de recomendaciones para su co-
rrecta redacción.

Igualmente son estudiados los di-
versos nexos utilizados a la hora de
construir un título. ¿Por qué se uti-
liza la partícula «de» en unos casos
y en otros «sobre»? Hasta ahora, la
práctica legislativa catalana siempre
ha mantenido un nexo de unión entre
la indicación del número y fecha de
la ley y su objeto o contenido. Pero
¿es necesaria la existencia de este

nexo? Se plantea la posibilidad de
suprimirlo, separando la numeración
y la fecha de la ley de su objeto o
contenido por un simple punto. Téc-
nica que el autor considera aconse-
jable, ya que de esta forma se des-
tacaría la indicación objetiva, como
nombre de la ley en sentido estricto.

El capítulo tercero (de Miquel MAR-
TÍN CASALS) se refiere al preámbulo y
a las disposiciones directivas, pero,
además, y antes de entrar en su es-
tudio, el autor ha analizado otros dos
instrumentos de técnica legislativa in-
terna: la exposición de motivos y los
antecedentes. Tanto uno como otro
son de carácter preceptivo, a tenor
de los artículos 92.1 y 104 del RPC,
por lo que deberán acompañar a to-
do proyecto o proposición de ley. Es-
ta exigencia parlamentaria sólo se
cumple con todo rigor en lo que se
refiere a la exposición de motivos,
pero no en cuanto a los antecedentes.
Esta práctica carece, a mi juicio, de
justificación. Que los antecedentes no
se incorporen al texto normativo no
significa que se pueda prescindir de
ellos. La importancia que pueden te-
ner estos trabajos de legislación inter-
na, tal y como los llama el autor, es
grande, ya que, al menos en linea
de principios, deberían ser el criterio
determinante que justificase una ac-
tuación legislativa posterior. Sin un
estudio previo sobre la necesidad o
conveniencia de una ley, nos arriesga-
mos a que nuestro ordenamiento ju-
rídico esté formado por normas in-
útiles o, lo que es peor, con efectos
jurídicos tan perturbadores que pue-
dan aumentar el número de proble-
mas en lugar de solucionarlos.

Pero el objeto principal de este ca-
pítulo, tal y como su propio nombre
indica, es el preámbulo y las dispo-
siciones directivas, cuestiones de es-
pecial trascendencia práctica que han
llegado hasta el Tribunal Supremo e
incluso hasta el Tribunal Constitucio-
nal. ¿Qué es el preámbulo?, ¿cuál es
su valor normativo?, ¿cuál debe ser
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su contenido?, ¿qué efectos jurídicos
tiene?, ¿en qué se diferencia de las
disposiciones directivas? Hasta el mo-
mento ha reinado una cierta confu-
sión, y la prueba, como el autor po-
ne de manifiesto, es la propia legisla-
ción catalana, en la que se observa
un uso inadecuado y erróneo de estos
conceptos. En el estudio que ahora
se comenta se dan unos criterios cla-
sificadores que pueden ser decisivos
para ordenar el caos existente.

El cuarto capitulo (de Caries VI-
VER I PI-SUNYER) se dedica al estudio
de la promulgación y la fecha de las
leyes. Comienza el estudio con una
breve referencia a la configuración
dogmática de la promulgación, en la
que se pone de manifiesto cómo esta
figura ha sido confundida a lo largo
del tiempo, para pasar posteriormen-
te a descubrir los rasgos que confi-
guran esta institución en la actuali-
dad, subrayando su contenido de acto
formal y debido, sin contenido sus-
tantivo propio, de acto meramente
autentificador, cuya única función es
dar cuenta de que el Parlamento ha
aprobado una ley determinada y cer-
tificar el contenido de la misma, y
aunque, como el autor subraya, esta
certificación no supone ninguna ga-
rantía del estricto cumplimiento del
procedimiento legislativo.

Junto con la promulgación, también
se trata el problema de la fecha de
las leyes, ya que, por lo que se re-
fiere al ordenamiento jurídico cata-
lán, la fecha de la promulgación y la
fecha de la ley coinciden. La cuestión
debatida es hasta qué punto es con-
veniente que la fecha de la promul-
gación sea la fecha de la ley, por lo
que se nos expone una serie de argu-
mentos que hacen aconsejable, por
lo que al ordenamiento jurídico ca-
talán se refiere, que la fecha de la
ley sea la de la aprobación definitiva
por el Parlamento.

El capítulo quinto (de M.* Teresa
CASTIÑEIRA PALOU) estudia la división
de las leyes. Como viene siendo ha-

bitual a lo largo del libro, se hace
alusión a la forma en que se han ido
dividiendo las leyes en la praxis ca-
talana, para a continuación exponer-
nos los criterios que deben seguirse
en buena técnica legislativa.

El capítulo sexto (de Caries VIVER
I PI-SUNYER) se refiere a la parte fi-
nal de las leyes. Se parte de la cons-
tatación de que es práctica habitual
en el legislador catalán subdividir la
parte final de las leyes en tres catego-
rías de disposiciones: las adicionales,
las transitorias y las finales. Ante los
problemas de clasificación e interpre-
tación que estas categorías de dispo-
siciones plantean, el autor opta por
proponer una alternativa a la actual
estructuración de esta parte de la ley,
agrupándolas en un solo capítulo. No
obstante, el análisis tampoco termina
aquí, sino que se podría decir que
empieza, ya que, además de plantear
esta posible alternativa a la regula-
ción actual, se realiza un estudio crí-
tico y analítico de esta parte de la
ley, tal y como es habitualmente es-
tructurada por el legislador, dándonos
una serie de criterios que nos permi-
tan conocer qué cuestiones deben ser
reguladas en una disposición adicio-
nal, transitoria o final, o qué cues-
tiones no deben ser tratadas dentro
de este tipo de disposiciones, sino
dentro del articulado propiamente
dicho.

Pensar que los problemas que pue-
den suscitar este tipo de disposiciones
son única y exclusivamente de téc-
nica legislativa sería dar una visión
excesivamente simplista de esta parte
de la ley. Junto al aspecto meramente
formal surgen una serie de cuestiones
previas o de fondo que es convenien-
te estudiar antes de aludir a su es-
tructuración formal, cuestiones todas
éstas que al autor no se le ha pasado
por alto, sino que, teniendo en cuen-
ta la última jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional y las distintas
posturas doctrinales, se ha adentrado
en su estudio, ha tomado postura y
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en base a ella se han dado las direc-
trices de técnica legislativa oportu-
nas. Temas polémicos donde ha sido
necesaria una previa toma de postura
hay muchos; sirvan como ejemplos
la controvertida discusión de la exis-
tencia del reglamento independiente,
la deslegalización, todos los proble-
mas de Derecho transitorio, la cláusu-
la sobre la eficacia temporal de la ley,
etcétera.

El séptimo capítulo (de M." Teresa
CASTIÑEIRA PALAU) se dedica al estu-
dio de las leyes modificativas. La pri-
mera advertencia que nos hace la au-
tora es que este tipo de leyes son el
último recurso, es decir, solamente
se debe acudir a ella cuando no exis-
ta otro medio para la adecuada con-
secución del fin propuesto. Una vez
dicho lo anterior, el capítulo se cen-
tra en el estudio de los diversos ti-
pos de leyes modificativas, los distin-
tos tipos de modificación y las dife-
rentes formas en que ésta se puede
llevar a cabo, analizando las ventajas
y desventajas que puede ofrecer cada
una. También es objeto de especial
atención el título de las leyes modi-
ficativas, donde podemos apreciar las
distintas variantes que al respecto
ofrece la legislación catalana, hacien-
do después un resimien de lo que las
directrices legislativas de Derecho
comparado nos dicen sobre ello.
Igualmente se analiza la estructura-
ción de este tipo de leyes, finalizando
con una llamada a la precisión y cla-
ridad de conceptos.

El capítulo octavo (de Pablo SAL-
VADOR CORDECH) estudia las remisio-
nes. La primera tarea que lleva a ca-
bo el autor es diferenciar la remisión
de otras figuras afines, para pasar
posteriormente a enumerar las alter-
nativas a la remisión, exponiéndonos
a continuación los fines que debe
cumplir esta técnica. También, y sin
ánimo exhaustivo, el autor nos da
una clasificación, y cierra el capítulo
con una serie de indicaciones que nos
permita saber cuándo se debe acudir

a la remisión y cómo debe ésta de
ser usada.

El capítulo noveno (de P. KIRCHNER
y F. P. ANDÜJAR) trata del tema de
las citas. Para su estudio diferencia
las citas internas, cuando se hace de
una parte a otra de la misma ley, de
las externas, cuando ésta se refiere
a otro texto normativo diferente de
aquel en que se hace la cita, estudian-
do en cada una de ellas los diversos
casos que se pueden presentar. Tam-
bién se estudia en este capítulo las
abreviaturas, dándonos, por un lado,
una lista de ellas con el objeto de
conseguir una utilización uniforme y,
por otro, una serie de reglas sobre su
correcta utilización.

El último de los capítulos incluidos
en el libro que se recensiona (Pablo
SALVADOR CORDECH) se refiere a la pu-
blicación de las leyes. Para estudiar
la problemática que este tema plan-
tea se nos expone, primeramente, las
posturas doctrinales que existen al
respecto, para luego, posteriormente,
dar el autor su visión personal. Cabe
destacar la cuestión relativa a los
efectos de la falta de publicación de
la ley catalana en el «BOE». Aquí el
autor rechaza la doctrina predomi-
nante, que mantiene en estos casos,
que la ley autonómica es válida y efi-
caz, pero su existencia y contenido
deberá ser objeto de prueba por quien
lo alegue, exponiéndonos argumentos
dignos de tener en consideración.

Otra de las cuestiones que merece
la pena resaltar es la relativa a la
vacado legis, y en especial la refe-
rente a la existencia de cláusulas que
establecen la entrada en vigor inme-
diata de la ley. En opinión del autor,
este tipo de cláusulas hacen de la
publicación una mera ficción legal.

También en este capítulo se estudia
la praxis catalana en este tema; el
«Diari Oficial de la Generalitat de
Catalunya», como órgano de publica-
ción de las leyes, y, por último, las
erratas en la publicación de las leyes.

Pero el libro no termina aquí, a

451



BIBLIOGRAFÍA

continuación se exponen unas direc-
trices de técnica legislativa que vie-
nen a sintetizar los criterios expues-
tos anteriormente, dándonos unas re-
glas precisas y concretas sobre esta
materia, y, para finalizar, se nos hace
una relación de las distintas leyes ca-
talanas.

Margarita BELADIEZ

LYNN, Jonathan, y JAY, Antony: Sí,
Ministro (Diario de un Ministro del
Gobierno), Ultramar (eds.), Barcelo-
na, 1986, 614 págs.

La literatura política, especialmente
la anglosajona, produce con la regu-
laridad del geyser de Yellowstone,
obras de gran éxito que se incorporan
rápidamente al acervo cultural de de-
terminados estamentos sociales. En
los años treinta los ingleses hicieron
brotar clásicos del género, como Bu-
reaucracy triumphant o The new des-
potism. Casi treinta años después le
llegó el turno a La Ley de Parkinson
y todo lo que en torno a ella surgió.
Y transcurridos un número similar
de años nos viene este análisis de las
relaciones política-administración —o,
más bien, políticos-funcionarios— de
la mano experta de un guionista de
televisión y un «semiprofesional» (así
se dice en la portada del libro) del
jazz. Es de justicia hacer constar que
el guionista de televisión es autor
de otros libros como Defensa contra
la opresión burocrática, de significa-
tivo título.

Naturalmente, el complejo tema de
la articulación política-administra-
ción, uno de los más apasionantes de
entre las ciencias sociales, es tan sólo
el telón de fondo para una única es-
cena que se repite invariable en to-
dos los capítulos de la obra, lo que
hace a ésta singularmente tediosa a
partir del capítulo tercero. Alguien
dijo que Vivaldi no había escrito seis-

cientos conciertos, sino seiscientas ve-
ces el mismo concierto: la verdad es
que en esta obra se lee veintidós ve-
ces lo mismo, con variantes irrele-
vantes en el contexto. Y, para colmo,
lo que se lee se ha dicho y leído de-
masiadas veces para que interese al-
go a quien se haya asomado mínima-
mente a la cuestión: la administra-
ción burocrática, los funcionarios, es-
tán para enervar los esfuerzos de los
políticos y aniquilarlos mientras los
sabuesos profesionales campan por
sus respetos. Los políticos son hom-
bres ingenuos, cuando no tontos; bien-
intencionados, cuando no simplemen-
te ilusos, y absolutamente ignaros
del arte de gobernar. Están vendidos,
inermes en el seno de una maquina-
ria maquiavélica destinada principal-
mente a segar de raíz sus bondadosos
empeños en pro del bien común, y a
sustituirlo por medidas en pro de la
función pública. Ellos no son más
que servidores de quienes ellos creen
que están a su servicio; y así sucesi-
vamente.

¿Por qué, entonces, detener un ins-
tante la atención en esta bazofia seu-
docómica y ocuparse de ella en una
publicación seria y científica? A de-
cir verdad, no va a ser el libro en sí
el objeto de esta recensión, ni su éxi-
to popular, que tienen tan garantiza-
do esta clase de escritos como El de-
recho de nacer o Los ricos también
lloran. Lo interesante es el éxito que,
según todos los indicios, ha tenido en
nuestro país y entre la clase política,
sin distinción de ideologías. Es lo in-
teresante y lo preocupante, y ahí ra-
dica la razón de esta reseña.

La clave del libro, posiblemente
contra la voluntad de los mismos au-
tores, está en una frase que dice «el
malo» de la serie, el alto funcionario
encargado de acorralar y esterilizar
al periodista ex-revolucionario metido
a Ministro de Administraciones Pú-
blicas. Como se encuentra muy al fi-
nal del libro, es posible incluso que
quienes tienen a éste como un libro
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de cabecera, según cuentan, no hayan
llegado a ella. El avieso y experto
burócrata británico define impecable-
mente su función: «Yo sólo debo de-
sarrollar la política del gobierno.» El
Ministro novel pregunta: «¿Incluso si
piensa usted que está mal»? A lo que
el otro responde: «Casi toda la políti-
ca del gobierno está mal, pero su de-
sarrollo se hace extraordinariamente
bien.» Por lo que sabemos de la Ad-
ministración inglesa, y de otras con-
tinentales, esta frase es absolutamen-
te certera, al menos en su segunda
mitad. La administración, en Ingla-
terra, en Alemania, en Suiza o en
Francia, en los Países Bajos o en
Suecia, cumple su cometido perfecta-
mente. Tanto que —como ocurrió en
Francia hasta la quinta República—
la política puede simplemente no exis-
tir y el país sigue «extraordinaria-
mente bien» administrado. Con gran
indignación de quienes piensan que
lo importante son los políticos, olvi-
dadizos de aquella frase de ORTEGA:
«cuando en un país lo único que va
mal es la política, es que nada va ver-
daderamente mal».

Ahora bien, trasponer a España la
frase del burócrata inglés es una bro-
ma macabra. El desarrollo de la polí-
tica por la administración ha sido en
España tradicionalmente peor aún
que la política misma, que ya es de-
cir. La Administración española, como
ha puesto espléndidamente de relieve
NIETO en un best-seller mucho más
justificado (y por eso mismo, menos
best-seller seguramente) que el que
comentamos, es «la Administración
del desgobierno», es decir, una Admi-
nistración hecha para no gobernar.
Cuando empezaban a sentarse las ba-
ses para una Administración profe-
sional, objetiva y eficaz, han soplado
los vientos del cambio y, a trueque
de ganancias indiscutibles e impres-
cindibles en otros campos, han exigi-
do el salario de la vuelta en la Ad-
ministración a los tiempos anteriores
a BRAVO MURILLO. LOS políticos espa-

ñoles que han tomado a Sí, Ministro,
como norte y guía para no dejarse
usurpar sus competencias por ia bu-
rocracia maquiavélica, han pretendi-
do resolver la cuestión eliminando a
los pocos Sir HUMPHREY que tenía-
mos y poniendo en su lugar a tipos
como el ministro HACKER no sólo de
Ministros, lo que es demasiado grave,
sino de Directores Generales y hasta
de Jefes de Sección. Dejaremos a un
testigo de excepción y de máxima au-
toridad que juzgue del resultado: en
1981, el entonces Jefe de la Oposición
criticaba al entonces partido gober-
nante porque muchos sectores de la
Administración —afirmaba, y creemos
que con razón— funcionaban con la
democracia peor que con la dictadu-
ra. En vísperas de las elecciones de
1986, después de serlo casi cuatro
años, el Presidente GONZÁLEZ señalaba
públicamente que había fracasado en
una cosa: la Administración seguía
sin funcionar. Y es que la gracia re-
trechera del Sí, Ministro, aplicada a
España, se convierte en un elemento
más de uno de los más dramáticos
fallos institucionales de la sociedad
española (*).

Da la impresión de que solamente
vemos lo que nos agrada ver y leemos
lo que nos halaga leer. La clase fun-
cionarial ha leído con deleite la es-
pléndida obra de Alejandro NIETO,
cuando quien tenía que haberla leído
y reflexionado sobre ella era la polí-
tica, para la que es una amarga pó-
cima. La clase política ha elevado a
dogma el Sí, Ministro, cuando no po-
día más que inducirla a errar y cuan-
do quienes debían leerlo son los pro-
fesionales de la Administración —si
es que quedan algunos— que en al-
gún momento trataron de mitificar
a la misma y alzarla sobre todo lo
demás. Pero unos y otros siguen en-

(*) Vid., al respecto, sobre este tema
el breve, pero enjundioso, artículo de
Lorenzo MARTÍ.V-RETORTILLO, Funcionarios
y políticos, en «Diario 16» de 20 de abril
de 1987.
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castillados en sus prejuicios y en sus
recelos, y entre unos y otros la casa
de la Administración española sigue
sin barrer.

Manuel PÉREZ OLEA

MORENA Y DE LA MORENA, Luis de la:
Curso de Derecho Administrativo, I,
Ed. Ciprés-Flavián, Madrid, 1987,
293 páginas.

El Profesor DE LA MORENA Y DE LA
MORENA, titular de la Asignatura en
la Facultad de Derecho de la Univer-
sidad Complutense de Madrid, acaba
de publicar el primer Volumen de
su Curso de Derecho Administrativo
en el que incluye y trata las mate-
rias relativas al «concepto», «oríge-
nes», «sistemas», «fuentes» y «potesta-
des» de la disciplina. En total, 13 lec-
ciones. Las primeras, por ese mismo
orden, de su Programa de la Asigna-
tura.

Creemos, tras su atenta lectura, que
la novedad más reseñable del nuevo
Curso que noticiamos no lo está tanto
en las materias que trata, que lo son,
obviamente, las propias de cualquier
Manual, Curso o Tratado al uso, cuan-
to en la forma personalísima como
intencionadamente las trata, desde
una preocupación, casi obsesiva, por
lo didáctico y lo pedagógico; y pre-
ocupación a la que va sacrificando,
sin reparos, las demás exigencias de
la exposición con el fin, expresamen-
te confesado por él, de «ponerle ar-
gumentos a los temas y dar coheren-
cia y rigor lógico a su desarrollo»,
requisitos ambos sin los cuales —nos
dice— nunca el alumno podría calar
en el sentido de las instituciones ju-
rídicas, percibir su necesidad, com-
prender su origen y predecir su evo-
lución.

Forzoso es reconocer, en efecto,
que la exposición del Derecho Posi-
tivo por parte de quienes, desde las

Aulas universitarias, tenemos la obli-
gación y la responsabilidad de trans-
mitírselo día a día a nuestros alum-
nos, en las mejores condiciones de
asimilación y de utilización por ellos,
es ardua tarea que se ve amenazada
por dos tipos de riesgo, a cual más
peligrosos: uno, la disolución de ese
Derecho Positivo en un revuelto con-
glomerado histórico-sociológico-filosó-
fico-doctrinal que desconoce y mutila
su esencial dimensión práctico-aplica-
tiva; otro, la reducción de ese mis-
mo Derecho Positivo a una reseca
transcripción literal, con frecuencia
mal sistematizada, de sus preceptos
escritos, sin acertar a «meter» o po-
ner en ellos la parte de la realidad
social que se les quedó fuera, y des-
de la que únicamente podrían resul-
tar comprensibles y manejables para
cualquier operador jurídico.

De ambos riesgos nos dice el autor
que ha pretendido huir por igual, par-
tiendo, para ello, de su personal con-
vicción de que «desde el Derecho
siempre se puede pasar a la Lógica
y desde la Lógica a la Pedagogía» La
metodología a la que recurre para li-
gar entre sí a estas tres disciplinas
se reduce, en lo fundamental, a abor-
dar el estudio de cada institución
arrancando de lo que él llama una
«definición-descripción» de la misma,
a la que incorpora todos los caracte-
res que le parecen consustanciales a
ella y que irá, luego, desarrollando
analíticamente, uno por uno, con el
fin de extraer de ellos, de mañero li-
gada y con el menor esfuerzo dialéc-
tico posible, todos los problemas que,
en la praxis de cada institución, se
han ido presentando, así como las
diversas soluciones que a los mismos
se han venido a dar por el legislador,
la Jurisprudencia o la Doctrina. El
resultado de semejante método didác-
tico suele ser —o aspira a ser— una
exposición unitaria, lineal, bien traba-
da y de fácil asimilación y compren-
sibilidad para el alumno.

Escrito el Curso con tal propósito
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y desde tan encomiable preocupación,
fácil es comprender que su máxima
utilidad previsible lo será para los
propios alumnos, a los que el mismo
va especial y cálidamente dedicado
en su emotivo Prólogo. Pero, a nues-
tro juicio, sería erróneo deducir de
aquí una devaluada utilidad del Curso
para todos los que, desde otros sec-
tores (opositores, funcionarios y ope-
radores jurídicos, en general), vienen
demandando, con no menor ahínco,
una obra que recoja y que exponga
de manera clara, actualizada y con
un mínimo de profundidad y rigor, un
Derecho que, como el Administrativo,
tan omnipresente está en nuestra vida
colectiva y tan condicionante lo es
de toda ella; y lo va a seguir siendo,
cada vez más, no sé si para bien o
para mal.

Porque el Curso, aun distando mu-
cho de ser un Tratado, tampoco se
queda en el típico y tópico Manual
o Compendio que, a fuerza de querer
reducir y esquematizar su contenido,
obliga al alumno a su memorización,
al tiempo que le incapacita para tras-
cenderlo y llegar, por sí sólo, más
allá y más lejos de donde su letra
impresa le deja. ¡Como si para un
Profesor debiera ser más importante
ayudar al alumno (que felizmente pa-
ra él todavía es un Opositor) a apro-
bar un examen que proporcionarle
una buena formación y ponerle en
condiciones de pensar y de reflexio-
nar por sí mismo!

La concreta aplicación de estas
ideas pedagógicas, que al autor ex-
pone y justifica en el Prólogo del
Curso y que desarrolla, más por ex-
tenso, en el Preámbulo del Programa
de la Asignatura, toman cuerpo y se
hacen visibles en la redacción casi
lineal que le da al mismo, sin otro
engarce que el de la lógica interna
de su propia exposición, de la que va
excluyendo toda esa larga serie de cla-
sificaciones, subclasificaciones, enu-
meraciones, requisitos y datos a los
que otros autores nos tienen acos-

tumbrados y que, según él, sólo sir-
ven para romper la fluidez de la
lectura y la continuidad del pensa-
miento, quitándole a la comprensión
cuanto le cargan a la memoria. Sólo
desde los principios que dan su uni-
dad y su coherencia a las institucio-
nes sociales y a sus correspondientes
Ordenamientos Jurídicos se puede ha-
cer racional y comprensible su expo-
sición. Y en este sentido —nos dice—
ninguna exposición mejor de nuestro
Derecho Positivo que las tan justa-
mente alabadas Exposiciones de Mo-
tivos de nuestros grandes textos le-
gislativos, cuya sola lectura nos ayu-
dará más a penetrar en el sentido
profundo de las instituciones y en la
comprensión de sus Ordenamientos
que todos los textos docentes juntos.
O aquella otra forma encantadora de
exponer y de sancionar el Derecho
que el Rey Sabio utilizara en Las
Partidas, texto éste donde el porqué
y el para qué de sus mandatos, y es-
tos mismos mandatos, aparecen, ante
el lector, inseparablemente unidos en
su mutua justificación racional, para
su mejor comprensión y una más dó-
cil aceptación de su observancia.

Bien se comprende que, redactado
el Curso al dictado de tales propósi-
tos, todo en él queda instrumentado
a su servicio y a su logro. Pero ¿ha
conseguido realmente el autor lo que
se propuso? Aquí hemos de abando-
nar ya nuestro estilo narrativo para
empezar a formularle nuestras obser-
vaciones y sugerencias; observaciones
y sugerencias que le vamos a hacer
más desde la reflexiva colaboración
que su loable intento demanda que
desde una crítica complaciente por
los posibles fallos a su obra achaca-
bles. Como ya hemos dicho más arri-
ba, el eje central sobre el que se ar-
ticula toda la exposición lo es, en
todos los casos, una «definición des-
cripción» de carácter analítico, a la
que se incorporan no sólo los conte-
nidos esenciales de cada figura o ins-
titución, sino también, y además, sus
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contenidos problemáticos, con el fin
de, arrancando luego de ellos, poderle
ofrecer al alumno una visión comple-
ta e integradora de la misma, a través
de un desarrollo posterior y puntual
de la propia definición. En este sen-
tido, y si no he contado mal, son na-
da menos que 25 las definiciones que,
de otros tantos conceptos capitales
del Derecho Administrativo, nos ofre-
ce el autor en su Curso, y que van
desde la noción misma de la Admi-
nistración Pública (arranque de la
lección 1.') hasta la de potestad ad-
ministrativa (lección 13 y última), pa-
sando por otra de tanto calado y
compromiso como la del propio De-
recho Administrativo: el interés pú-
blico; los conceptos de Ordenamiento,
Constitución y Estado de Derecho; la
Ley, en general y con referencia a
cada una de sus clases; el Reglamen-
to; los Decretos legislativos y sus di-
ferentes modalidades; los Decretos-
leyes; la Costumbre; los Principios
Generales del Derecho; la Jurispru-
dencia, etc.

En su excesivo, y casi obsesivo, afán
por permanecer fiel al método elegi-
do llega, incluso, a darnos una defi-
nición de la Comunidad Económica
Europea (lección 12) para, partiendo
de ella, exponer, a lo largo de siete
y sucesivos densos apartados, su per-
sonal visión de lo que su peculiar Or-
denamiento Jurídico es, ha supuesto
y va a seguir suponiendo para nuestro
Derecho Interno y su ya excepcional-
mente complicado sistema de fuentes.

En mi opinión, es en este original
y personalísimo método de abordar
la exposición del Derecho Adminis-
trativo, y de orientar hacia su estu-
dio a los alumnos, donde radica la
más meritoria aportación hecha al
campo docente por el Profesor DE LA
MORENA, a través del Curso que re-
censionamos, pero, también, la que
más se presta, por ello, a una severa
crítica. El propio autor parece ser
consciente de este débil flanco de su
obra cuando, queriendo cubrirlo pre-

•visoramente, nos reitera, tanto en el
Prólogo del Curso como en el del Pro-
grama de la Asignatura, que al redac-
tarlo ha pretendido cumplir más una
función didáctica que científica, por
lo que nunca dudó en sacrificar la
exigible coherencia lógica de todo sis-
tema consigo mismo al imperativo
pedagógico de su más ligada exposi-
ción, trasmisión y comprensión por
el alumno.

Explicación o justificación la ex-
puesta que no nos acaba de conven-
cer, sin embargo, por lo que mante-
nemos frente a ella nuestra observa-
ción crítica; y observación crítica que
enunciamos así: al incluirse en cada
una de las definiciones iniciales que
en el Curso se nos van dando no sólo
los contenidos esenciales de la figura
definida, sobre los que, obviamente,
no habrá polémica doctrinal posible,
sino también sus contenidos más pro-
blemáticos, sobre los que previsible-
mente sí la habrá, se producirán estas
dos consecuencias: 1.', que aque-
llas definiciones degenerarán en lar-
gas descripciones analíticas, ignoran-
do que una verdadera definición siem-
pre deberá ser sintética y presentar-
se, por ello, como el punto de llegada
de un previo análisis, nunca como el
punto de partida para abordar el mis-
mo, y 2.*, la existencia de contradic-
ciones internas entre algunas de las
notas que en cada definición se reco-
jan, cuando tales notas se extraigan
o procedan —y ello es lo normal—
de posturas doctrinales incompatibles
o simplemente opuestas entre sí.

Es lo que sucede y se advierte ya,
por ejemplo, con la primera de las
definiciones que el Profesor DE LA
MORENA nos ofrece: la de «la Admi-
nistración Pública». Sobradamente co-
nocida es la larga polémica, aún no
cerrada, sobre las concepciones ob-
jetiva, funcional, subjetiva, estatuta-
ria, orgánica, formal y jurisdiccional
desde las que la doctrina más acredi-
tada pretende captar la esencia de la
Administración y de «lo administra-
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tivo», como inexcusable dato previo
sobre el que poder llegar más tarde
a definirla con la obligada coheren-
cia y rigor lógicos: que todo lo que
la Administración se dice que es, esté
en la definición y que todo lo que
la Administración se dice que no es,
quede fuera de tal definición. La im-
posibilidad de cumplir con esta doble
exigencia lógica, en su obligado aco-
plamiento a una realidad social que,
como se ha dicho, tiene la más in-
cómoda manera de ser, explica el que,
en la práctica, nos encontremos con
tantas y tantas definiciones de la Ad-
ministración Pública y, por extensión,
del Derecho Administrativo, cuyos
respectivos ámbitos difieran entre sí,
unas veces por exceso y otras por de-
fecto, por más que todas ellas resul-
ten coherentes consigo mismas cuan-
do se las examina y se las valora ex-
clusivamente desde los presupuestos
de partida que cada una de ellas
acepta, prescindiendo de los que ex-
cluyo.

Pues bien, ante este complejo y des-
concertante panorama, imposible de
«cuadrar» en una fórmula única, lo
que hace el Profesor DE LA MORENA
—o tal nos parece que hace— es algo
así como sumar magnitudes o carac-
teres heterogéneos, con lo que el «re-
sultado» al que tras de tal operación
llega no es propiamente a una suma,
y menos aún a una integral, sino que
lo que propiamente obtiene de ella
es un conglomerado de notas yuxta-
puestas y de imposible reducción a
sistema.

Sin embargo, en honor a la verdad
y para poner las cosas en su justo
punto, no puedo ni debo pasar por
alto algunas observaciones que po-
drían hacérseme, y que yo mismo me
hago, y que vienen a rebajar no poco
la contundencia y la efectividad de
la crítica que acabo de formular.
Y son estas cuatro: 1.*, que son in-
numerables los autores que, ante una
encrucijada dialéctica como la que la
polémica definición citada nos plan-

tea, «se salen» de ella adoptando có-
modas posiciones sincréticas o ecléc-
ticas, como si todos cuantos polemiza-
sen sobre una misma cuestión pudie-
sen tener razón al mismo tiempo; 2.',
que en el marco de lo social las cosas,
por su propia complejidad, sólo pue-
den ser abordadas y captadas en su
total realidad si se manejan para ello
diferentes vectores o perspectivas, y
es lógico que cada una de estas dife-
rentes perspectivas nos conduzca tam-
bién a diferentes definiciones, que no
por ser distintas entre sí tendrán que
ser necesariamente contradictorias ni
argüirse recíprocamente de falsedad;
3.a, que, como el propio Profesor DE
LA MORENA nos advierte previsoramen-
te en su descargo, nunca a una defini-
ción (puro concepto lógico) se le de-
berá dar más importancia que al ob-
jeto mismo por ella definido (con-
cepto real complejo), pues si así se
hiciera se estaría siendo más fiel a
la «lógica» que a la «naturaleza mis-
ma de las cosas», las cuales, conviene
repetirlo, no siempre tienen una ma-
nera muy lógica de ser, como lo prue-
ba su dinámica interna y la perma-
nente evolución a que les somete, y
4.', que, como de una vez por todas
—y por todos— sentenció RIVERO, no
es posible dar una definición única
del Derecho Administrativo y, por ex-
tensión, de la Administración, en
cuanto objeto del mismo, sino tantas
como criterios se manejen para llegar
a ellos; y todos estos criterios son,
en principio, igualmente legítimos, y
hasta convenientes, por cuanto alum-
bran «visiones» y perfiles distintos
de una misma y compleja realidad.

Hasta aquí el principal reparo for-
mal que nos merece la singular me-
todología formal seguida por el Pro-
fesor DE LA MORENA; y, junto a este
reparo, también la posible justifica-
ción disculpatoria por su adopción y
hasta, si se quiere, la admisión, in-
cluso, de la «utilidad» de su «utiliza-
ción», a condición siempre de que es-
ta utilidad sea medida en términos
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estrictamente pedagógicos, que reduz-
can aquella metodología y su valor a
lo que realmente es: a un hábil re-
curso de exclusiva finalidad didáctica,
y nunca a una pretensión (menos aún
a su logro) de abordar y de exponer
el estudio y la construcción del De-
recho Administrativo desde nuevas
perspectivas o sobre criterios distin-
tos de los hasta aquí manejados por
la doctrina.

Dicho y puntualizado todo lo cual,
¿qué decir y qué añadir ahora al otro
aspecto desde el que la obra deberá
ser enjuiciada y valorada: el de su
contenido o fondo? Aquí nuestro jui-
cio tiene que ser —y queremos que
lo sea— muy positivo y estimulante
para el autor; y ello porque la lectu-
ra de cada una de sus 13 lecciones
nos deja la grata sensación de haber
leído un bien trabado y construido
artículo monográfico, antes redactado
para ser comprendido y discutido en
clase que para ser miméticamente
acatado y repetido en un examen.

Ello es, en buena parte, el efecto
y el mérito de la redacción lineal a
la que más arriba nos referíamos; re-
dacción en la que las ideas se van
desarrollando de modo progresivo, y
sin perder en ningún momento su li-
gazón, hasta desembocar y hacer com-
prensibles las «soluciones» dadas por
el Derecho Positivo a cada uno de
los «problemas» planteados en el tex-
to. Cuando la comprensión de estas
soluciones y de los fines a los que
sirven o el sentido de las técnicas
instrumentadas por el Derecho Obje-
tivo para llegar a ellas se hace difícil
o resulta complicada, suele recurrir
el autor a afortunados y esclarecedo-
res ejemplos, inventándoselos unas
veces y otras extrayéndolos directa-
mente de la interpretación jurispru-
dencial, de la doctrina de los autores
o del propio Derecho Objetivo, cuyos
diferentes Ordenamientos (Adminis-
trativo, Civil, Penal, Tributario, etc.)
interconectan mutuamente en todos
aquellos casos en los que un mismo

problema adquiere en ellos dimensio-
nes y requieren tratamiento interdis-
ciplinar. De ahí el énfasis que pone
en recomendar a sus alumnos la uti-
lización combinada y continua de los
textos legales de aplicación en cada
caso, siguiendo el sabio consejo del
gran maestro GARRIGUES cuando, pre-
viendo posibles deficiencias de su ex-
posición docente, no dejaba de repe-
tir una y otra vez la misma consigna:
«para ampliar, consúltese el Código».

Si en demostración de cuanto aquí
dejamos afirmado tuviésemos que re-
mitir al lector, deseoso de compro-
barlo por sí mismo, a alguna de las
lecciones del Curso, no dudaríamos
en recomendarle muy especialmente
la lectura de las lecciones 12 y 13, en
las que el tratamiento dado a figuras
o instituciones jurídicas tan típicas
como la Costumbre, tan trascenden-
tes como los Principios Generales del
Derecho y la Jurisprudencia, tan de-
cisivas para la construcción misma
del propio Derecho Administrativo co-
mo las potestades administrativas, se
nos antoja un tratamiento singular-
mente afortunado, no tanto por la
originalidad y la profundidad, poco
habituales, de su enfoque cuanto por
lo atinado de las técnicas que les apli-
ca (por ejemplo, al extender a la Cos-
tumbre, en sus relaciones con la Ley,
los mismos principios que informan
las relaciones entre ésta y el Regla-
mento) y por las perspectivas que
abre con ellas para la revisión de mu-
chos convencionalismos acríticamente
aceptados hasta ahora. Por ejemplo,
el rechazo dogmático de la jurispru-
dencia como fuente del Derecho o la
admisión, sin matices, de la irrenun-
ciabilidad e indisponibilidad de las
potestades, por no acertarse a distin-
guir previamente entre quién es su
dueño (los órganos políticos que re-
presentan a la Comunidad y actúan
por ella) y quién su gestor (los órga-
nos burocráticos que le sirven y ac-
túan para ella).

Si adentrándonos aún más en el
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contenido del Curso que recensiona-
mos tuviéramos que extraer del mis-
mo los principios cardinales sobre los
que gira como sobre su propio eje,
diríamos que lo son los tres siguien-
tes, cuya presencia no deja de reso-
nar como un ritornello a lo largo de
sus casi 300 páginas: 1) el principio
de la lógica y natural prevalencia del
interés público sobre cualquier inte-
rés privado en oposición a él; preva-
lencia que sólo cederá en los supues-
tos en los que un interés privado for-
me parte del contenido esencial de un
derecho fundamental y se pueda be-
neficiar de la excepcional protección
dispensada a éste, por razones antes
calificables de políticas que de admi-
nistrativas; 2) fundación de un poder
administrativo, articulado en potesta-
des y no en derechos subjetivos, co-
mo medio de hacer valer la preva-
lencia del interés público sobre el
interés privado en cuantos casos el ti-
tular de éste se resista a la Adminis-
tración o titular de aquél, y 3) reco-
nocimiento al administrado de cuan-
tas garantías jurídicas resulten nece-
sarias para que un eventual sacrificio
de su interés privado al interés pú-
blico no pueda degenerar nunca en
iniquidad, abuso o arbitrariedad con-
tra él por parte de la Administración.

Es cierto que desde que el gran
maestro HOURIOU, comentando la ad-
mirable jurisprudencia del Consejo
de Estado francés, consagrara los tres
citados principios como los genuina-
mente inspiradores de todo el Dere-
cho Administrativo, ningún autor ha
dejado de hacer la obligada referen-
cia a los mismos; pero en el Curso
que noticiamos esa referencia marco
o general pasa a convertirse, como he-
mos dicho, en un eje sobre el cual
se van «montando» las diferentes ins-
tituciones administrativas y lo que,
por más arriesgado nos parece más
admirable, se van tratando de diferen-
ciar las unas de las otras. Ya en la
lección 1.*, en efecto, el interés pú-
blico se utiliza como el único fun-

dente capaz de homogeneizar entre
sí a las diferentes Administraciones
Públicas, haciendo de todas ellas una
sola Administración, en singular; sor-

. prendentemente, en la lección 2.* ese
mismo interés público vuelve a con-
vertirse en la clave decisiva para in-
troducir en el seno de aquella Admi-
nistración Pública única o singular
un principio de división orgánica del
que derivarán tantas Administracio-
nes Públicas diferenciadas, en funcio-
nes y en rango, cuantos intereses pú-
blicos diferentes se nos descubran o
revelen en la plural estructura de
la Sociedad; nuevamente, en la lec-
ción 3.', ese mismo interés público
se vuelve a situar en un primer pla-
no, al ser utilizado no sólo como cri-
terio definidor del propio Derecho
Administrativo y justificante único de
su supuesto carácter privilegiado o
diferencial respecto del Derecho Co-
mún, sino, también, como la única
llave capaz de abrirle o de cerrarle
el paso a cualquier actuación adminis-
trativa (publificación versus privati-
zación), de acuerdo con las conocidas
tesis del Consejo de Estado francés
que tan brillantemente expusiera en-
tre nosotros el Profesor Fernando
SAINZ MORENO; finalmente, en su
osado intento de «entrar a por to-
das», el Profesor DE LA MORENA se
atreve y se arriesga a decidirnos na-
da menos lo que, según él, es, o en-
tiende que es, el interés público, del
que nos acaba dando una definición
que se nos antoja tan hábil como pre-
tenciosa y poco útil. Si hablar del si-
lencio es ya negarlo, definir una evi-
dencia como la del interés público es
ya destruirla o problematizarla.

Por último, dos observaciones más
antes de ponerle su punto final a esta
recensión. Es la primera de ellas ha-
cer notar cómo, desde que el admira-
do Maestro GUASP publicó su, por tan-
tas razones, excelente Derecho Proce-
sal, se ha ido extendiendo la cómoda
y perniciosa costumbre de escribir sin
citar. ¡Cómo si a estas alturas le fue-
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se posible a alguien ponerse el traje
de otro y que se lo tomasen por pro-
pio! Con esta afirmación no estoy
acusando, obviamente, de semejante
proceder al Profesor DE LA MORENA,
cuyo Curso nos da, como ya se ha
dicho, un índice de originalidad nada
frecuente en obras de tal carácter,
si no por lo que dice, sí, al menos,
por la forma cómo lo dice y lo trans-
mite, pero al que me permito acon-
sejar vehementemente desde aquí pa-
ra que, en sucesivas ediciones, que no
dudo se producirán, añada a las míni-
mas e incompletas citas de autores
que ahora hace, otras, seguramente
que igual de pertinentes y oportunas.
Por su evidente utilidad para los pro-
pios alumnos, y no sólo por honesti-
dad para con los demás colegas, no
se puede ni se debe prescindir hoy de
la aportación de la bibliografía exis-
tente sobre cada materia, y muy espe-
cialmente de aquella a la que conven-
ga el calificativo de «clásica», por lo
mucho que contribuyera a la elabo-
ración o revisión de las diferentes
instituciones administrativas, o de
«singularmente útil», por lo reciente
de la fecha de su publicación.

Sirva de descargo al autor, frente
a este nuevo y amistoso reproche, la
promesa que, tanto en el Prólogo del
Curso como en el Programa de la
asignatura nos hace, y el compromiso
que ante sus alumnos adquiere, de
publicar próximamente, como Anexo
complementario de aquél y siguiendo
su misma estructura en lecciones, un
segundo Volumen, dividido en cuatro
apartados y en el que recogería y sis-
tematizaría: 1) las normas de Dere-
cho Positivo invocadas como básicas
al hilo explicativo de cada lección,
con sus incisos esenciales debidamen-
te subrayados; 2) el texto de las sen-
tencias del Tribunal Constitucional y
del Tribunal Supremo, así como el de
los Dictámenes del Consejo de Esta-
do, con reconocido valor de doctrina
legal para colmar lagunas jurídicas o
interpretar preceptos dudosos; 3) una

antología doctrinal con las opiniones
de los autores que más hayan contri-
buido con ellas al avance y evolución
de las instituciones jurídicas, y 4) una
Recopilación de supuestos teóricos y
de casos prácticos a analizar y a re-
solver en clase por los alumnos en
aplicación de lo enseñado y para com-
probación de lo aprendido.

¡Maravilloso cuadro de propósitos
incumplibles el expuesto! Permítame
el Profesor DE LA MORENA que con tal
rotundidad le hable. Y es que no ha-
blo yo; habla la experiencia por mí.
Algo de lo que él ahora promete lo
cumplí yo, siquiera parcialmente, ha-
ce años al publicar mi conocido Re-
pertorio Bibliográfico de Autores Es-
pañoles (1975), mi posterior Bibliogra-
fía sobre Derecho Urbanístico (1980)
y mi anterior Antología de textos: el
procedimiento administrativo español
en la doctrina científica (1970); obras,
por cierto, las dos primeras generosa-
mente calificadas por él «de utilidad
pública para investigadores y docen-
tes», y a cuya actualización nunca ha
dejado de urgirme. Pues bien, excu-
sándome en tan legítimos títulos, le
puedo asegurar que nunca trabajo al-
guno de los por mí realizados hasta
ahora me resultó más arduo ni menos
gratificante que cualquiera de los tres
citados, por mucha que pudiese ser
para otros (y no lo pongo en duda)
su utilidad. Intentos como éstos sólo
serían posibles y de fácil realización
si los docentes españoles, superando
nuestro atávico individualismo y nues-
tros mutuos recelos, nos pusiéramos
a trabajar en equipo, previa asigna-
ción de los correspondientes cometi-
dos entre cada uno de nosotros y de
acuerdo con nuestras personales pre-
ferencias y aptitudes. Pero ¡para qué
soñar!

La segunda de las observaciones
anunciadas más arriba se refiere a
algo que a muchos les puede parecer
poco o nada relevante, pero que para
mí tiene su importancia: la defectuo-
sa presentación tipográfica de la obra,

460



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

que hace un tanto incómoda su lec-
tura y su manejo. En este sentido,
el Curso no se puede escapar de al-
gunos reproches, y es el fundamental
de ellos la menudez de su tipo de
letra y la agobiante continuidad de
su texto, sin los suficientes espacios
de separación y de realce entre sus
diferentes apartados, que. tanto con-
tribuyen al buen orden del estudio y
facilitan su aprendizaje y la fijación
de lo estudiado. Y es que, nos diga
lo que nos diga el autor, jamás un
libro de texto, dirigido a los alumnos
admitirá el ser redactado como un
simple artículo de Revista destinado
a profesionales o iniciados.

También frente a este reproche ten-
dremos que admitirle al autor su co-
rrelativa eximente o muy cualificada
atenuante: el libro —nos dice— na-
ció casi como un «compromiso» entre
él y sus alumnos para liberar a éstos
de la pesadilla de tenerle que tomar
sus personales e intransferibles Apun-
tes»; pero a condición de que el pre-
cio que tuvieran que pagar por aquél
no fuera sensiblemente superior al
coste de la transcripción y al fotoco-
piado de éstos. Algo, pues, que entra
más en' el mundo de la generosidad
que en el de los negocios. Y compro-
miso, por cierto, al que, según me
confiesa el propio autor, no pudo dar
cima, a lo largo de los nueve meses
del curso por falta material de tiem-
po para redactar el Volumen II del
libro; Volumen que hubiera tenido
que venir a completar las restantes
lecciones del programa correspon-
dientes al Administrativo I, pero que,
felizmente, y cuando a esta recensión
le voy poniendo término, me consta
que lo tiene ya concluido. Y digo
felizmente porque he podido compro-
bar que, en contra de cuantos afir-
man que «nunca segundas partes fue-
ron buenas», se ha cumplido aquí, jus-
tamente, el dicho contrario que ase-
gura que «si las cosas se hicieran dos
veces se harían mejor». Puedo anti-

cipar, en efecto, que con el Volu-
men II de su Curso el Profesor DE LA
MORENA no sólo mantiene las carac-
terísticas pedagógico - docentes que
acertó a imprimir al Volumen I, sino
que las depura y perfecciona, afian-
zando con ello una original y perso-
nalísima manera de exponer y de
transmitir el Derecho Administrativo
sobre la que, Dios mediante, nos com-
placerá volver cuando aquél aparezca.
Y manera y modo de exponer que,
como sugestiva aportación y posible
modelo, habrán de ser tenidos muy
en cuenta por los futuros Opositores
a plazas de Titulares, dada la mereci-
da importancia que a la metodología
docente se le ha venido a dar en los
correspondientes programas, tras las
últimas reformas sobre formación y
selección del Profesorado.

Llegados a este punto, no quiero
ni debo terminar estas reflexiones crí-
ticas sin hacerme eco y poner altavoz
a las doloridas palabras finales con
las que el Profesor DE LA MORENA cie-
rra su Prólogo al Curso, y que son
éstas: «la realización de esta tarea,
tan largamente acariciada por mí, la
empiezo a ver cumplida —¡oh ironías
del destino!— en el preciso instante
en el que, por aplicación del nuevo
régimen de incompatibilidades, se me
ha declarado "excedente" (!!) "volun-
tario" (¿?) en la plaza de Profesor
Titular de Derecho Administrativo
que hasta aquí había venido desem-
peñando. Anómala situación la mía
que me hace pensar —y temer— si
ni siquiera tendré ya derecho a ha-
cer lo que estoy haciendo: prorrogar
mis "funciones docentes" cuando ya
"me" han dejado de ser "funcionario
docente". Algo que, según el Código
Penal, constituye un delito».

Entristece e indigna, o indigna y
entristece, comprobar la audacia y la
inepcia con las que se acometió una
reforma docente cuya aplicación a la
Universidad está equivaliendo a su
auténtica «trituración». Y todo ello
utilizando como dinamita para su de-
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molición a los más excelsos valores
morales, en nombre de los cuales se
están produciendo disfunciones tan
graves y aberrantes como las que,
sólo a título de ejemplo, paso a citar:
se dice que se quiere elevar el pres-
tigio de la Universidad y la calidad
de su enseñanza, pero se manda a su
casa, con cinco años de antelación, a
los grandes maestros, con lo que se
produce justamente el efecto contra-
rio al que se persigue; concretamente,
la Facultad de Derecho, a la que el
recensionado pertenece, y sólo con re-
ferencia a nuestra disciplina de De-
recho Administrativo, se va a ver pri-
vada, en el plazo de un año, del irre-
emplazable concurso de los Profeso-
res y grandes Maestros que, sin duda,
lo han sido, y lo siguen siendo. GARRI-
DO FALLA, VILLAR PALASÍ, LÓPEZ RODÓ
y GARCÍA DE ENTERRÍA; se dice que se
quiere potenciar a la Universidad pú-
blica, pero, en la práctica, se está for-
zando a lo mejor del Profesorado a
que se vaya o se refugie en las Uni-
versidades o Colegios privados; se di-
ce que se quiere dignificar la función
del Catedrático y favorecer su dedi-
cación exclusiva a la Universidad, pe-
ro al que tal opción escoge se le pre-
mia pagándole la mitad de lo que
cobraría eligiendo destino en un Mi-
nisterio; se dice que, por razones de
alto interés público, el Profesorado
Universitario podrá seguir compatibi-
lizando su función docente con la que
preste al Estado en otras Administra-
ciones Públicas, pero, en la práctica,
la concesión de esa compatibilidad se
condiciona, por simples normas de
régimen interno, a que aquéllas le re-
bajen su nivel y sus retribuciones, de
tal manera que gane más no dando
clases que dándolas; se dice que se
quiere atraer a la Universidad a las
grandes figuras que, sin pertenecer
a ella, hayan consolidado un prestigio
o irradiado una influencia indiscuti-
bles, para lo que se crea la figura
del Profesor Asociado, pero, luego, es-
ta figura se instrumentaliza y se des-

virtúa, convirtiéndola en un revuelto
cajón en el que se van volviendo a
meter y se mezclan desde los Cate-
dráticos y los Profesores Titulares, a
los que previamente se echó por in-
compatibles, hasta los PNN, cuyos ex-
tinguidos contratos deseen ser frau-
dulentamente renovados, etc.

A la vista del panorama descrito,
uno tiene forzosamente que pregun-
tarse y que preguntar: si se sabía el
resultado, ¿por qué se hizo la refor-
ma? y, si no se sabía, ¿por qué se
aplica?

F. GONZÁLEZ NAVARRO

QUINTANA LÓPEZ, Tomás: La repercu-
sión de las actividades mineras en
el medio ambiente. Su tratamiento
jurídico, Ed. Montecorvo, Madrid,
1987, 405 págs.

I. Desde 1979, en que Cívitas pu-
blicó la monografía de ARCENEGUI so-
bre El Demanio minero, no se había
publicado ninguna monografía sobre
el régimen jurídico de las actividades
mineras. Por ello, es especialmente
relevante esta obra que constituye la
tesis doctoral de QUINTANA LÓPEZ.

La revolución industrial ignoró
prácticamente el equilibrio de la na-
turaleza, su carácter agotable y su
capacidad de autodepuración limita-
da. Los problemas originados han
traído una nueva revolución: la re-
volución ambiental o de calidad de la
vida. Desde 1970, los Organismos in-
ternacionales —especialmente el Con-
sejo de Europa— han aprobado dic-
támenes y resoluciones relativos a la
protección del medio ambiente, y en
1973 surgió en política económica el
concepto de Ecodesarrollo, que postu-
la la tan deseada interrelación desa-
rrollo-medio ambiente. El Ecodesarro-
llo fue formulado por vez primera
por Maurice STRONG en la primera
reunión del «Consejo de Administra-
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ción del Programa de Naciones Uni-
das para el Medio Ambiente», celebra-
da en Ginebra en junio de 1973:

«El desarrollo del medio ambien-
te no sólo no se opone, sino que
constituye dos aspectos diferentes
del mismo concepto. Lo que real-
mente está en juego es la gestión
racional de los recursos con el ob-
jeto de mejorar el habitat global
del hombre y asegurar una calidad
de vida mejor en todos los seres
humanos. Una vez más, es el con-
cepto de desarrollo el que, de esta
manera, se amplía y se hace más
realista; el crecimiento es el fun-
damento necesario; la igualdad, el
principio que orienta la distribu-
ción de la renta; la calidad de vi-
da, definida de una manera con-
creta para cada uno de los grupos
sociales urbanos y rurales, un ob-
jetivo de la sociedad; el manejo
del medio ambiente, un medio pa-
ra realizar una gestión racional de
los recursos, controlando, al mis-
mo tiempo, el impacto del hombre
sobre la naturaleza.»

II. QUINTANA LÓPEZ hace en su li-
bro una exposición detallada de la
dispersa normativa medio-ambiental
que afecta a las actividades extracti-
vas, explicando su origen y antece-
dentes históricos, así como su aplica-
ción por la Jurisprudencia.

De cinco capítulos consta el libro.
En el primero hace un planteamiento
general del medio ambiente y deli-
mita el objeto de estudio. El capítulo
segundo recoge la normativa sectorial
con sus antecedentes históricos, cen-
trada en las legislaciones de minas,
aguas, montes y protección atmosfé-
rica. En «Instrumentos generales de
protección del medio ambiente y su
aplicación a la minería» estudia la
aplicación del Reglamento de Activi-
dades, el resarcimiento de daños am-
bientales, la conflictividad entre la
minería y el urbanismo y la protec-

ción del Código Penal. El capítulo
cuarto versa sobre la delimitación de
competencias en la protección del me-
dio ambiente, en donde estudia el
papel importante que han de jugar
las Corporaciones Locales. Por últi-
mo, el libro concluye con una expo-
sición y valoración de la normativa
comunitaria relativa a la protección
medio-ambiental ante actividades mi-
neras.

QUINTANA LÓPEZ maneja con soltura
la normativa medio-ambiental y la
jurisprudencia, que va entrelazando
con rigor y amenidad. La exposición
sigue un hilo conductor claro: la ne-
cesidad de prestar más atención a los
problemas del medio ambiente en Es-
paña. Hasta ahora ha faltado una pos-
tura clara y determinante de los po-
deres públicos para afrontar una cues-
tión compleja, ya que interrelaciona
bienes constitucionales igualmente
protegidos: la defensa del medio am-
biente (art. 45) y el desarrollo eco-
nómico (art. 130).

En el desarrollo del sector económi-
co minero, en crítica situación por los
bajos precios de los minerales en el
mercado internacional, los poderes
públicos no pueden aplicar con rigi-
dez el principio de que «quien con-
tamina, paga», sino que, con flexibi-
lidad, deben armonizarlo con pruden-
tes subvenciones a las empresas «pa-
ra que no contaminen».

El Tribunal Constitucional, en su
sentencia 64/1982, de 4 de noviembre,
ha indicado la necesidad de armoni-
zar medio ambiente y desarrollo eco-
nómico, mientras que la jurispruden-
cia del Tribunal Supremo —todavía
anclada en el pasado— no ha tenido
en cuenta esta armonización excluyen-
do uno u otro aspecto. Es en este
punto donde se echa de menos en el
libro una exposición de las técnicas
mineras existentes para evitar o dis-
minuir las alteraciones ambientales
que pueden producir las actividades
extractivas en sus distintas fases de
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investigación, explotación y beneficio
de minerales.

La opinión pública es más cons-
ciente en la actualidad de la necesi-
dad de proteger el medio ambiente
—aunque a veces esté manipulada por
«pseudoecologistas» que representan
grupos de presión e intereses políti-
cos—. Los ecologistas puros e ilustra-
dos han logrado, con sus escritos cien-
tíficos y actuaciones racionales, crear
un ambiente propicio a la instrumen-
tación de técnicas normativas que re-
suelvan el aparente conflicto entre
bienestar y progreso. En esta línea
se sitúa el libro de QUINTANA LÓPEZ,
que cubre una laguna importante
existente en las investigaciones y es-
tudios de la doctrina española: el tra-
tamiento jurídico de la repercusión
de las actividades mineras en el me-
dio ambiente.

III. A continuación se exponen
unas consideraciones críticas —pun-
tuales y de poca importancia para el
conjunto general del libro— surgidas
de su lectura:

a) El número de explotaciones mi-
neras no ha aumentado (pág. 34) des-
de la promulgación de la Ley de Mi-
nas y de la Ley de Fomento, sino que
—según revela la «Estadística Mine-
ra» de estos años— ha descendido de
4.436 explotaciones en 1975 a 4.264 en
1980 y a 3.678 en 1984. La situación
objetiva de la incidencia de las acti-
vidades mineras en el medio ambien-
te no se ha agravado —excepto en el
caso de mayor proliferación de explo-
taciones de carbón a cielo abierto,
más rentables—, sino que ha aumen-
tado considerablemente la toma de
conciencia de los poderes públicos y
empresarios ante la realidad de la
situación.

b) La jurisprudencia recogida so-
bre la colisión de intereses: minería-
medio ambiente (págs. 82-86) no con-
tiene las sentencias en donde el Tri-
bunal Supremo se ha inclinado por
la protección del medio ambiente.

Únicamente se recogen aquellas en
donde —con frecuencia por falta de
pruebas del perjuicio ocasionado al
medio ambiente— se confirma el otor-
gamiento de permisos de investiga-
ción y concesiones de explotación.

c) La referencia que se hace a las
competencias de las Comunidades Au-
tónomas para otorgar títulos mine-
ros, declarar la caducidad, etc. . (pá-
ginas 151 y 235), recibida a través de
los Reales Decretos de Transferen-
cias, no tienen en cuenta que toda-
vía existen cuatro Comunidades que
no tienen competencias en esta ma-
teria. Son Castilla-La Mancha, Can-
tabria, La Rioja y Baleares. En estas
Comunidades la minería sigue siendo
competencia de la Administración pe-
riférica del Estado y de la Dirección
General de Minas.

d) La Ley de 1849, que reguló el
régimen general de la minería, tam-
bién se ocupaba, en el artículo 14, pá-
rrafo 2.°, de la indemnización por los
daños y perjuicios causados por la
explotación, y no soló de las indem-
nizaciones por la ocupación del terre-
no (pág. 193). La Ley de 1859, por
consiguiente, no representó un ade-
lanto en este aspecto.

e) En relación con el apartado so-
bre el desconocimiento de los recur-
sos minerales y sus consecuencias en
el planeamiento (pág. 242), es impor-
tante señalar la vía que, a través del
artículo 180.2 de la Ley del Suelo, per-
mite al Estado —en virtud del interés
general— modificar el planeamiento
urbanístico y permitir la puesta en
marcha de explotaciones mineras.

f) La declaración de materias pri-
mas minerales y actividades con ellas
relacionadas constituye una técnica
de fomento importante que debe te-
nerse en cuenta —según ha puesto de
manifiesto el Tribunal Constitucional
en su sentencia de 4 de noviembre de
1982— a la hora de optar, en casos
extremos de incompatibilidad, por el
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desarrollo del sector económico o por
la protección del medio ambiente.

IV. Estas consideraciones puntua-
les no empecen la alta calidad del re-
sultado conseguido por el autor. De
un lado, se analizan todos los ins-
trumentos jurídicos de protección y
rehabilitación del medio ambiente mi-
nero con exquisita minuciosidad; de
otro, el autor incorpora al libro la
jurisprudencia de las Audiencias, del
Tribunal Supremo y del Tribunal
Constitucional, armónicamente en re-
lación con el aspecto estudiado.

El tema seleccionado por QUINTANA
LÓPEZ demuestra la sensibilidad del
autor hacia los problemas de la re-
gión en cuya Universidad ha sido ela-
borada la tesis. La armonización de
intereses entre el medio ambiente y
el desarrollo de las actividades ex-
tractivas se vive con especial inten-
sidad en la provincia de León, de rica
tradición minera.

Ha sido un acierto la referencia
que el autor hace a la protección pe-
nal del medio ambiente y su aplica-
ción al sector objeto de estudio. El
estudio de las instituciones requiere,
en la mayoría de los casos, un aná-
lisis interdisciplinar. No es posible el
tratamiento riguroso de una materia
sin tener en cuenta sus implicaciones
e influencia en las diversas disciplinas
jurídicas.

El estudio del Derecho minero, ma-
teria propia del Derecho administra-
tivo especial, no puede prescindir de
su interrelación con el Derecho penal,
civil, laboral y principalmente de su
conexión con la estructura económica
nacional e internacional.

QUINTANA LÓPEZ ha sabido ofrecer
en este excelente libro una visión ge-
neral, desde el perfil iusadministrati-
vista, de la repercusión de las activi-
dades mineras en el medio ambiente.

L. C. FERNÁNDEZ-ESPINAR

SCHIAVONE, Aldo: Los orígenes del de-
recho burgués. Hegel contra Savig-
ny, Ed. Revista de Derecho Priva-
do, EDERSA, Madrid, 1986, 110 pá-
ginas.

El título es sumamente claro para
que nadie se llame a engaño. Sólo el
planteamiento de la cuestión, para
algunos periclitada, nos lleva a meter
las narices, como vulgarmente podría
decirse; además, hay otro aspecto,
quizás intuitivo, acaso reflexivamente
siempre hemos tenido la impresión
de cierta ausencia en la bibliografía
originaria española de cierto conoci-
miento, indirecto, y nunca de primera
línea, de «vis a vis», de los que po-
dríamos considerar pilares del Dere-
cho, pioneros básicos de esa Filosofía
del Derecho que ha servido de entra-
mado a todas las ramas individuali-
zadas por antonomasia a partir de la
Revolución Francesa y de las institu-
ciones nepoleónicas.

El autor señala cómo MARX pronto
abandona el debate con SAVIGNY para
mantener viva dialéctica con HEGEL,
al que por este motivo se entroniza
como el gran instaurador de los ci-
mientos del Derecho. Paralelamente
esto sirve al autor para ir destacando
las tergiversaciones, suspicacias, crí-
ticas, dudas y hasta las malas con-
ciencias que pronto se cernieron so-
bre el gran filósofo de Jena, subra-
yando las verdades y mentiras exis-
tentes o acumuladas en su pensamien-
to como en sus escritos, a manera de
un proceso depurador que no deja de
ser necesario a pesar del tiempo
transcurrido. Ya en aquella época
también se estilaba la crítica a los
contrarios por la vía del silencio no-
minal y personal (si MARX la abando-
na, HEGEL criticará a SAVIGNY sin ci-
tarle, como al convidado de piedra
se le hace en la conocida obra de
TIRSO DE MOLINA).

Hay que leer los últimos párrafos
para valorar el carácter explosivo que
por estas latitudes puede tener esta
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obra afincada en HEGEL, como reza su
título, pero visto desde un prisma dia-
léctico marxiano, sino marxista, algo
no extraño desde la panorámica ita-
liana, sobre todo después de los tra-
bajos de un filósofo del Derecho y
político como es BOBBIO. Quizás por-
que Italia ha contado con voces rebel-
des desde la perspectiva ortodoxa en
el estudio del pensamiento marxista
(y no pensamos sólo en GRAMSCI, del
que, por cierto, ahora se celebra el
aniversario, con múltiple eco en los
más variados campos, algunos tan he-
terodoxos como pueda ser el de PA-
SOLiNi), la verdad es que allí desde
hace unos años se vienen haciendo
profundos estudios que intentan ideo-
logizar cómo buscar nuevas raíces a
los fundamentos de nuestra sociedad.

En este marco la tesis de la pre-
sente obra es clara: la escuela his-
tórica y SAVIGNY, con ella a la cabeza,
cometió un gran error «histórico» que
SCHIAVONE, con su minucioso rastreo
lingüístico y polisémico, busca desve-
lar a través del uso —y diríamos que
abuso— que hace de HEGEL que se
nos aparece hic et nunc como el gran
vencedor en un combate así plantea-
do desde su primera línea.

Bajo la apariencia de ese uso —y
en el fondo de alguna manipulación—
el autor interpreta a HEGEL sostenien-
do que, aunque no lo muestre, la crí-
tica va dirigida a SAVIGNY, subrayan-
do ' la ambigüedad primero y poste-
rior confusión de la visión historicista
del Derecho Romano y, por tanto, la
nula conexión que el Derecho bur-
gués tiene con él; ergo, al no haber
evolución desde el plano de las situa-
ciones y circunstancias jurídicas, lo
que hay es un redescubrimiento; el
Derecho, y, por tanto, el burgués, que
corresponde a su época, es fruto de
u n o s condicionamientos que, aun
cuando no se aluden expresamente,
no dejan de ser sociales y económi-
cos. El concepto de Ley, sobre el que
se insiste por el considerable peso
que en él se quiere depositar, da la

idea de cálculo y medida; no es en
sus precedentes romanos como quiso
SAVIGNY que fuera; no había sumisión
de voluntades al ser el Derecho algo
externo y formalizado (en definitiva,
impuesto; palabra de la que se huye
hipócritamente, pero que se tiene in
mente autoris).

Es difícil la polémica que de este
libro puede deducirse, pues, como en
ocasiones parecidas ha ocurrido, to-
das las páginas llevan a la superficial,
pero visible, objetividad de textos del
gran HEGEL, como si SCHIAVONE se
hubiese colocado adrede tras las bam-
balinas, pero la abundancia de citas
originales no elimina la sospecha de
si son todas o sólo las elegidas, en
cuyo último caso la citada objetividad
estaría en contraste con la subjetivi-
dad de la elección.

Además, tampoco hay que olvidar
que el pensamiento de HEGEL es tan-
to filosófico como jurídico y la pro-
fundidad de aquél choca contra el
propio método del raciocinio jurídico,
disfunción que no mencionamos sino
como agravamiento del discurso dog-
mático que subyace en la obra.

Al leerla hemos visto la gran dife-
rencia de armamento empleado por
las escuelas de Filosofía de Derecho,
puesto que con estos trabajos, aunque
se nos viene a advertir que nada es
seguro, que todo está sujeto a crítica,
que no existen interpretaciones defi-
nitivas, la verdad es que se reabren
batallas con las correspondientes he-
ridas que a la postre poco nos bene-
fician, si no es intentar enterrar pre-
tendidos mitos para algunos e hitos
intelectuales sin más para otros. Se-
gún HEGEL, visto por SCHIAVONE (1),
SAVIGNY —sin citarle— se equivocó en
sus conceptos de pueblo, de historia,
de espíritu y malinterpretó el Dere-
cho Romano, y como él, sus seguido-

(1) Y aquí recordamos una conocida
colección de estudios literarios, donde
cada autor es «visto» por el respectivo
comentarista, al igual que cada uno de
nosotros ve a los demás «a su manera».
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res. Sin embargo, es tan alta su auto-
ridad que, primero, el mensaje subli-
minal de la obra es el error en que
todos hemos incurrido al leer y re-
cordar a SAVIGNY; segundo, con pleno
derecho debe y puede hablarse de
«derecho burgués», y, fijémonos, esto
de la mano no de MARX, como sería
presumible y hasta ahora venía ava-
lado, sino nada menos que de HEGEL
(con los que hasta ahora también ve-
nían realizando este planteamiento,
por su repulsa visceral de la cosmo-
gonía marxista, ahora se verán com-
pensados con su filiación hegeliana).
De ahí, aunque no se nos diga, ya
está abierta la senda para la meto-
dología espirista y materialista de la
Ciencia y la Filosofía del Derecho.

Demasiado para tan poco, y acaso
excesivo fruto para tan escaso riego.
En cualquier caso, un corto pero pro-
fundo trabajo dialéctico y de inves-
tigación que pone en solfa una de las
claves más reconocidas y consolida-
das (aunque sea por contraposición
y a la manera de una de esas pince-
ladas cósmicas de VIOLA, si una de
tales claves en la Biblia es la justicia,
razón por la que, según alguno de
sus más notables intérpretes, como
Alonso SCHOEKEL, Dios se hizo y en
ella se incluyó y porque quería se-
guirla) (2); aquí la palabra justicia
no aparece ni en HEGEL ni en su críti-
ca a la escuela histórica, de lo que
se colige la visión del Derecho en su
más extrema formalidad, como expre-
sión de un cálculo, que paradójica-
mente halla sus mayores reflejos en
el mismo movimiento romántico del
siglo xix.

Con lenguaje corriente y sin ánimo
espectacular, pues nada nuevo hay

(2) Algunos de los Salmos, tan can-
tados en las vísperas y completas, hablan
del «Dios de mi justicia» en un mundo
donde la injusticia está prevista para
mantener el justo equilibrio por una
Providencia cuyos designios suelen ocul-
társenos, como dice uno de Jos persona-
jes del famoso relato de Umberto Eco.

bajo el sol, con esta obra, al menos
por aquellos sitios donde las aguas
estaban más pacíficas, y en cierta me-
dida desideologizadas (3), se pueden
ocasionar ciertas rupturas por no aña-
dir algún tratamiento de shock, aun-
que nada ya nos extraña, tan varia-
das, deformes, acéfalas y anormales
cosas y situaciones presenciamos, lee-
mos o vemos. Un nuevo mensaje nos
llega de Italia: por esto terminamos
con el cesariano alea jacta est, con-
servando la duda de si estaremos ante
una simple cariocinesis que permiti-
rá que las cosas continúen para mu-
chos con su antiguo valor —aquí, nú-
cleo interpretativo— ante la duda in-
solutenda que tenemos contraída con
nuestro pasado y principalmente con
una escuela que, como la de SAVIGNY,
tanto hizo para recuperar un Derecho
que, como el Romano, al ser pretorial
y cuestoriano, de tanto ha valido en
la proyección del Derecho de las Pan-
dectas y de aquellos otros Derechos
por los que se han regulado y se si-
guen regulando las conductas de los
seres humanos agrupados en Comuni-
dades y Estados.

Si alguien ha escrito que los expe-
rimentos en las ciencias sociales son
sinónimos de «revolución» habría que
decir que aquí nos encontramos ante
algo semejante, si es que aún puede
lanzarse tal predicado tras la des-
aparición de MARX, aunque la fuerza
rotunda del mismo título de la obra,
corroborado por la exposición de su
contenido, contribuye a ello, pues si
bien ciertos núcleos habían predicado
alguna base hegeliana en la construc-
ción de un Derecho civil —el bürger-
liches gesetzbuch sería su extensión
en forma codificada— de derecho

(3) Utilizando el lenguaje barroco y
lleno de artificiosidad en esta ocasión
de uno de los personajes histriónicos de
Diño RISI, que hablaba de desimplifica-
do, en vez de complicado, y para el que
«más palabras, más ideas», en contra de
tantos otros para los que el exceso ver-
borreico es signo de falta de ellas.
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por y para los ciudadanos, el caso
es que su común raíz semántica bür-
ger ha podido ser el fermento de ese
adjetivo burgués que, primero candi-
damente y más tarde con todo el
lastre ideológico dado por MARX, ha
pasado a ser una de las etapas de
la historia social de la Humanidad
formulada desde (y) por la dialéctica
materialista que, lógicamente, al no
olvidar sus orígenes, debe tacharse
también de hegeliana (4). Con esta
obra la iconoclastia postmodernista
alcanza su cénit en el campo de la
Filosofía del Derecho y de la histo-
ria de éste, tan pacífica hasta ahora
como por lo demás obsoleta y mar-
ginada; puede ser que entre sus efec-
tos figure el de revulsionar a los que
confiaban en seguir aletargados, pen-
sando que ninguna materia tan poco
propicia a cambios violentos como la
historia del Derecho. SCHIAVONE, le-
vantando su texto, nos advierte que
nada se libra de la «revolución».

V. R. VAZQUEZ DE PRADA

VARIOS AUTORES: Des fonctionnaires
politisés, «Pouvoirs», 40/1987, Pres-
ses Universitaires de France, París,
febrero 1987, 197 págs.

De nuevo, un tema tabú en algunas
épocas y siempe actual en determina-
das comunidades. En nuestro país,
donde ha caído una auténtica losa
sepulcral sobre el tema funcionarial,
como si quisieran enterrarlo para
siempre (1), la llegada de trabajos

(4) Los nombres-estandarte de la .es-
cuela histórica, como los de PUCHTA, HU-
GO, el mismo SAVIGNY, por descontado,
se nos descubren en forma de imágenes
engañosas, manejando argumentos cuya
objetividad se coloca en paréntesis y
con muchos interrogantes.

(1) Por lo visto, una de las asignatu-
ras pendientes era ésta, la de silenciar

como éste (la «Revista Internacional
de Ciencias Administrativas» publica-
ba hace poco algún artículo sobre el
significado funcionarial de determi-
nados cargos) (2) subrayan a través
del análisis científico y del debate
intelectual de la situación del funcio-
nariado —alto, medio y bajo— en los
países de que se trata (en este caso
Francia; en los trabajos de la RICA,
del Reino Unido), de su papel —siem-
pre profesional y de gran relieve— y
de sus conexiones con el mundo de
la política, remarcando su presencia
irremediable y la justeza de su rol
en cualquier sociedad, así como su
profesionalización, tanto mayor cuan-
to más alto sea el grado de su desa-
rrollo (en todos los órdenes).

Bien es verdad que sólo en países
con escasa vertebración social, como
en España, puede y se originan esos
movimientos pendulares que alcanzan
todo el abanico de actividades socia-
les y profesionales, con cambios tan
profundos que llegan a poner en tela
de juicio instituciones consagradas
por la Historia y el tiempo, dando a
entender que por estos lares sólo
«prescribe el abuso». Por eso, resulta
contrastante cuando por aquí se ata-
ca todo lo que huela a «corporativis-
mo» y donde lanzar este apelativo es
recalcar el mayor de los reacciona-
rismos a los que se les aplica (3). En

para siempre a los funcionarios, a quie-
nes se les quiere representar como la
figura —normalmente simiesca— que con
los gestos apropiados quiere decir que
no puede hablar, sólo escuchar y hacer
el cómico. Sólo sale a la luz pública con
ocasión de crítica, justificada o no. To-
davía hace escasas semanas, un semana-
rio- de gran divulgación volvió a incidir
en la visión del funcionario como una
asignatura pendiente del actual Gobierno.

(2) Véase núm. 4/1986.
(3) Las consecuencias las tenemos a

la vista: silencio sobre todo lo que hable
de funcionarios, a quienes, por lo demás,
se les imputa —aseguran— un portavoz
oficial, bajo forma de Revista de distri-
bución interna entre los mismos funcio-
narios, a quienes les llegan las consignas
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Francia se sigue hablando de los gran-
des cuerpos como en los tiempos del
II Imperio y de altos y bajos funcio-
narios, como siempre, cualquiera que
sea el color político del Gobierno (y
no digamos en Alemania, donde el
tradicional rigor profesional introdu-
cido en el mandato bismarkiano ha
repercutido en la imagen popular, pa-
ra nacionales y extranjeros) (4).

oficiales a manera de «buzón» de recla-
maciones.

Existe hoy un ambiente demasiado caó-
tico sobre la propia profesionalidad del
funcionario y sus cualificaciones técnicas,
tamiz que encubre una fuerte crisis po-
lítica, que abarca todos los niveles; so-
bre el nivel local, véanse Rafael BAÑÓN,
Función pública local en España: Movili-
dad, carrera y profesionalización del per-
sonal, «REDA», núm. 51, julio-septiembre
1986, Ed. Cívitas, y J. M." MARTÍNEZ VAL,
en el «Boletín del Ilustre Colegio de
Abogados de Madrid», núm. 1/1987, en un
breve comentario sobre las nuevas acti-
vidades del IEAL, que inicia «una nueva
etapa», llama la atención de otro nuevo
intento de hacer tabla rasa de la historia,
con ignorancia del Derecho de los logros
obtenidos; el IEAL, con el «Boletín O.»,
lo que es sumamente revelador, anuncia
su futuro, olvidando, según el antes ci-
tado, todo su pasado; con arranque en
los años cuarenta, el IEAL acaba de re-
fundirse con el INAP, bajo la presiden-
cia conjunta, por el Real Decreto 221/
1987, de 2 de febrero, y dos Institutos
tan diversos en su personal y colectivos
afectados, cuya osmosis resulta, tanto
formal como materialmente, como me-
nos sorprendente, pero ya se sabe que
en este país no pasamos de las refe-
rencias.

(4) No es de extrañar cómo D. H.
LAWRENCE, casi al final de su vida, en
su testamento novelesco publicado a los
cuarenta años de su muerte (Dr. Noon,
Editorial Versal, 1986), recoge esta im-
presión de los funcionarios alemanes, a
quienes se les miraba el uniforme como
sinónimo de poder y competencia (por
supuesto que por estos lares se combate
esta imagen con el chascarrillo y la bur-
la, desde mucho antes de GALDÓS y VALLE
INCLÍN, que retrataban al funcionario
casi como sepulcral y levítico, poco más
o menos los calificativos que ORTEGA Y

Este libro no es más que una mues-
tra de la actualidad de la temática
funcionarial que sigue apasionando
por ser la institución básica de cual-
quier sociedad democrática. Los que
recuerdan los primeros estudios que
hacia fines de los cuarenta leyeron
las primeras opiniones sobre el Con-
sejo de Estado, de un CHENOT, por
ejemplo, verán cómo aquí todavía si-
gue tan vigente como antaño el viejo
—sólo en el tiempo— tema de la «po-
litización» del Consejo de Estado «mi-
to o realidad», como en esta obra se
dice y se discute.

IVÉS MENY señala los mundos tan
opuestos que representan en el nivel
del alto funcionariado los casos bri-
tánico e italiano, el primero bajo
un secular neutralismo, temeroso del
menor deslizamiento partidista (por
ahí radica su autodefensa), y el se-
gundo inserto en el clientelismo polí-
tico (el partido gobernante coloca sus
peones en todas las empresas públi-
cas). Entre ambos modelos, multitud
de casos e hipótesis (EEUU, por
ejemplo) (5). Ese trabajo, que es co-

GASSET decía de un conocido profesor:
«triste y fiel»).

(5) Pocos saben que la categoría del
sistema «de despojos» obedeció a la si-
guiente anécdota: Adams, el perdedor
de las elecciones, aprovechó «la media-
noche» anterior a la transmisión de po-
deres para efectuar «nombramientos»; el
nuevo Presidente, Jefferson, comprobó
«estas hornadas» de designaciones de
amigos, por lo que, siguiendo el ejem-
plo, hizo caso omiso de aquéllos y puso
«a los suyos». El procedimiento era tan
fácil y provechoso para el poder que se
generalizó (si alguien ha dicho que no
puede ser jurídico lo que no es ético,
visible es que aquí este presunto prin-
cipio de Filosofía del Derecho tiene un
gran revés).

Casi todo nuevo Gobierno lleva en su
portafolios el tema del cambio —en las
estructuras, en la Administración, etc.—,
lo que se acentúa en determinados pro-
gramas políticos (junto con lo que más
adelante escribe PASSERON y que recoge-
mos en sustancia; véase, por lo que toca
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mo la tesis resumida de la obra y su
leit motiv, sintetiza todos los traba-
jos: la neutralidad de la Administra-
ción es un mito (tan falso como ver-
dadero) que se repite y se reclama,
en cuantas oportunidades surgen, y
tan necesaria como conveniente, pues
limita le pouvoir du Prince y garan-
tiza a cualquier ciudadano, al margen
de su ideología, el servicio, separando
la Administración de la política, por
muchas que sean las relaciones entre
ambas (sobre todo en la summit).

PASSERON, en el siguiente artículo,
subraya esta creciente identificación
de un Gobierno —y sus servidores—
(las cursivas son nuestras) con el to-
dopoderoso líder del partido ganador
electoralmente (como aquí, en su país
determinados altos cargos lo son al
ser sus titulares «fieles» del Jefe de
Gobierno de turno, pero es, sobre to-
do, con el primer Gobierno socialista
de Mitterrand donde se ve, con to-
das las consecuencias, el spoil system
francés, en donde se habla de cambio
y como recurso necesario de «la colo-
cación de sus amigos)».

RAFFI analiza las consecuencias: por
ello habla de »la reclasificación», que
es como hablar del «acomodo» —dar
a los cesados por estas prácticas nue-
vos destinos— (lo que cualquier lec-
tor puede leer en la prensa: a un alto
cargo se le cesa y normalmente se
le traslada, pues siempre hay lo que
popularmente se califica como «el
cementerio de elefantes»; también en
Francia tienen tal conceptuación el
Consejo de Estado, empresas públi-
cas, etc.).

Como se va viendo, la interrogación
titular de este número de la «Revista
Francesa de Estudios Constituciona-
les y Políticos» es pura cuestión de
cortesía, para evitar tanto bruscas
susceptibilidades como presuntas re-
nuencias lectivas, jugando con su mis-
ma ambigüedad, más propagandística
y diríamos que de «reclamo publici-

a España, la entrevista publicada en el
diario «Expansión» del 31-3-1987).

tario» que encubre la que con toda
rotundidad y sin displicencias podría
hacerse, cómo evitar la politización
de los funcionarios con la descripción
de esas prácticas habituales viciosas,
que politizan —y así lo buscan— a
los funcionarios que saben, cualquie-
ra sea su nivel, la politización a la
que están sujetos (6), pues desde WE-
BER hasta SCHMITT se enfatizó la
esencia del poder político en la po-
sibilidad de exigir obediencia (7), lo
que quiere decir en términos pragmá-
ticos que, aun para los menores ges-
tos —a veces contra su voluntad (8)—,
deben obedecer al Jefe de turno, lo
que choca, sobre todo, cuando ese
Jefe lo es por su «status político»
(carnet de afiliado, etc.).

El siguiente estudio, de SADRÁN, se
acerca a la función pública territo-
rial, con una particularidad, que en
Francia destaca más que en ningún
otro sitio, pues es frecuente que al-
tos cargos políticos del Gobierno con-
tinúen desempeñando titularidades
políticas locales (los famosos casos
de Faure, Mauroy, Giscard, por de-
cir los últimos y recientes); ¿qué ha-

(6) En el ámbito estrictamente espi-
ritual y bíblico se suele citar ese párrafo
referente al Arcángel San Gabriel ba-
rriendo a los «neutrales» hacia el infier-
no. Ergo... si la neutralidad es imposi-
ble —o, al menos, no deseable— para
el compromiso personal del ser humano
en la esfera espiritual, ¿cómo va a serlo
en lo material, de las necesidades eco-
nómicas y de las competencias de car-
gos?

(7) Véanse, por todos, resumen de sus
posturas en GÓMEZ ORFANEL, Excepción
y normalidad en Cari Schmitt, CESCO,
1986, y nuestra recensión, próxima a pu-
blicarse en «REDA».

(8) Por algo será el poco juego que
da, incluso en situaciones extremas de
conflicto, la atenuante de la «obediencia
debida», porque ni siquiera el infractor
se atreve a reconocer erga omnes lo que
casi le significa una cláusula de concien-
cia. Como la honradez a la mujer del
César, así también se presupone la obe-
diencia del funcionario (mejor es no pen-
sar en lo contrario).
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cer frente a esta invasión? Respuesta:
fórmulas asociativas de los funciona-
rios locales, pero, simultáneamente,
mejora de los métodos selectivos y
del standar de preparación.

ARDANT examina Zas reacciones a la
politización de la función pública ante
un dato brutal: ya no existe el mito
de la neutralidad política, pues cada
dia son mayores los reclamos del po-
der político. Se produce un doble
comportamiento entre los funciona-
rios (lo que aquí es perfectamente
constatable: el que se beneficia calla
—otorga—; los demás protestan y re-
conocerán que poco tiene que hacer,
pues tal «doblez» ataca el «corporati-
vismo», último baluarte frente a «los
desmanes» del poder (9) (léanse «ar-
bitrariedades» o «excesivas discrecio-
nalidades»). Los funcionarios defien-
den su profesionalidad, que la desen-
voltura del Príncipe torna irrisoria.

DE BAECQUE se pregunta si los fun-

(9) Una reciente Sentencia a favor de
los Inspectores de Finanzas les reconoció
ciertas garantías contra un Decreto de
asignación de puestos de trabajo. Véase
la interesantísima Sentencia del Tribunal
Constitucional en el recurso de amparo
núm. 1124/1985, Sentencia núm. 24/1987,
de 25 de febrero («BOE» núm. 71, suple-
mento), en donde nuestro más alto ór-
gano jurisdiccional, frente a una inter-
pretación restrictiva del derecho de legi-
timación procesal en contra de un nom-
bramiento funcionarial, en este caso
fiscal del TS, declara lo siguiente: «Di-
cha interpretación es restrictiva ... vulne-
radora del derecho fundamental de la
Asociación (de Fiscales)... porque, al mar-
gen de que el acto de nombramiento re-
currido tenga una proyección sobre in-
tereses personales ..., no puede descono-
cerse que dicho acto también incide di-
rectamente en el interés profesional de
que la promoción de los fiscales se lleve
a efecto por el procedimiento que la
Asociación estima haber sido desconoci-
do por el Decreto [de nombramiento]
recurrido ... pues no puede ser extraño
a este interés profesional el margen de
discrecionalidad administrativa con que
se realicen los ascensos y promociones
en la Carrera Fiscal.»

cionarios irán al asalto del poder po-
lítico, dado que éste no les deja en
paz, pensando en la proliferación de
los Gabinetes ministeriales (alter ego
de los que aquí llamamos asesores,
consejeros, etc.). Con numerosos cua-
dros estadísticos parece esbozar una
respuesta afirmativa, posible sólo en
una estructura de Cuerpos como es
la francesa, que se ha revelado lo
suficientemente poderosa como para
resistir ataques del poder (de ahí la
naturalidad de citar en tales cuadros
a los «grandes Cuerpos», expresión
aquí desterrada); acaso por el enor-
me respeto a la tradición funciona-
rial pueden explicarse los elevados
porcentajes de funcionarios en los
puestos más relevantes del Ejecutivo
y Legislativo franceses, línea ascen-
dente en el futuro (según DUHAMEL).

FOUGERE, en su breve aportación,
proclama la imposible neutralidad,
así como una anécdota que muchos
deberían conocer (10), imposibilidad
motivada por la sumisión de ía carre-
ra administrativa a factores externos
y aleatorios, caminos más sibilinos
que en la forma respetan el Derecho
(con lo que no se deja camino para
la revisión contenciosa de su irregu-
laridad), pero no en su fondo (pen-
semos en los concursos cuya publici-
dad se reitera hasta la saciedad, como
garantía, cuando de poco vale si se
considera: 1.°, la misma inserción de

(10) A Vincent AURIOL se le achacó
escasez de «cambios políticos» entre los
entonces funcionarios, en un Congreso
de su partido socialista, a lo que res-
pondió que había «algo» que lo obstacu-
lizaba: «el Estatuto» de la Función Pú-
blica, agregando que el Consejo de Esta-
do anulaba muchos de aquellos cambios
(por violación del Estatuto). Curiosa-
mente, este Presidente de la República
debió de casser algunos arrétés que ha-
bía dictado como tal Presidente de la
República al actuar como Presidente del
Consejo de Estado, lo que tanto dice
sobre el prestigio e independencia real
de este último órgano, modelo de tantos
otros, que sólo copian el nombre.
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la plaza; 2.°, los requisitos que pue-
den ponerse en función de determi-
nado candidato; 3.°, el carácter «in-
terno» del proceso decisor, y 4.°, la
libertad «política» al final existente
en la adjudicación de la plaza convo-
cada) (11). FOUGERE, como los otros
colaboradores, postula un Estado ga-
rante de los rígidos principios demo-
cráticos; el problema es que, si bien
tal petición es bonita, no es realista,
ya que, como Luis XIV, algún gober-
nante de turno puede decir: «el Es-
tado soy (somos) nosotros». ¿Qué ha-
cer?, podemos preguntarnos (el Esta-
do es una ficción, fictio legis, que,
como en el caso de las personas mo-
rales, se rellena del contenido desea-
do o deseable).

A equidistancia del anterior, el ar-
tículo de CARCASSONNE demanda «2a
anhelada neutralidad», punto en el que
todos confluyen como hilo conductor
de sus juicios. Lo plantea como un de-
seo, a pesar de su pesimismo sobre
la situación actual: «cada Gobierno
(en los nombramientos políticos) va
más lejos que el predecesor. Siguien-
do esta vía, corremos el riesgo de que
para cada alto cargo existan dos pla-
zas presupuestarias: una de titular
y otra de placará, cuyos ocupantes
variarán al r i tmo de cambio en el
poder».

Como colofón del número monográ-
fico, un debate sobre el Consejo de
Estado, en el que intervienen miem-
bros del mismo y alguno de los an-
teriores expositores (12) y cuya po-

(11) El lector interesado habrá obser-
vado en las últimas páginas del «BOE»
anuncios sobre recursos interpuestos con
ocasión de ceses en puestos de trabajo,
en donde la competencia merece la pri-
macía y que, sin embargo, la mera inter-
posición del recurso denuncia un cambio,
en apariencia injustificado, y que es pre-
sumible justifique el recurso (ceses, por
ejemplo, de Jefes de Servicios de Recur-
sos, etc.).

(12) Señalemos, sólo a titulo de ejem-

sible politización se monta sobre todo
en base a la sujeción al mismo de
proyectos «políticos» de gran alcance
y que en función de la decisión to-
mada (si se anula la medida del Go-
bierno se acusará al Consejo de ha-
ber optado por una postura política;
lo que se resalta siempre es el posible
enfrentamiento con el Gobierno, con-
siderándose por unos que entonces sí
habrá rechazo político, mientras que
para otros la politización se dará si
el Consejo confirma la resolución gu-
bernamental, modos de suposición ge-
neralizables a otros países y órganos
similares). La pregunta sigue en el
alero, al igual que la que encabeza
la presente monografía. Únicamente
resaltar lo que va subrayándose a lo
largo de las páginas leídas; ahora la
politización no es tan descarada como
en épocas pasadas, hay mayor pudor
en el lenguaje empleado y sobre todo
mayor conocimiento y mejor uso de
«las formas». A la postre estamos an-
te un «balance» de un análisis que,
mito o no, seguirá latente en cual-
quier democracia y cuyo solo plantea-
miento denota vida, tanto en los agen-
tes sociales como en los protagonis-
tas a quienes va dirigida (13). Al fi-

. pío, algunas decisiones notables de este
órgano, declarando inconstitucional el
proyecto de regionalización del General
De Gaulle, que ocasionó indirectamente
la retirada política del General (sobre
este personaje, léase E. GARCÍA DE ENTE-
RRÍA. De Gaulle: la historia con nombres
propios, comentario a la obra, en tres
volúmenes, sobre el General de Jean LA-
COUTURE, en Revista «Saber/Leer», nú-
mero 4, Fundación March, abril 1987), o
el pronunciamiento más reciente en or-
den a la igualdad exigible para el acceso
a la función pública, y, casi en nuestros
días, anulando proyectadas restricciones
al derecho de refugio o asilo de los ex-
tranjeros en suelo francés.

(13) En resumen, lo que se pide es
cierta actitud vigilante que ponga en
cuestión los grandes problemas de cual-
quier democracia que como tal se con-
sidere.
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nal, y como un mérito más, se incor- Consejo de Ministros y de contenido
pora un dossier sobre los puestos de —en principio— no político (empresas
trabajo, que aquí llamaríamos de li- y establecimientos públicos).
bre designación o discrecionales, al
más alto nivel, de competencia del V. R. VÁZQUEZ DE PRADA
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